SESIÓN 11ª, EN MARTES 2 DE JULIO DE 1996

 

 

ÍNDICE

I.- ASISTENCIA

II.- APERTURA DE LA SESIÓN

III.- ACTAS

IV.- CUENTA

V.- ACUERDOS DE LOS COMITÉS

VI.- FÁCIL DESPACHO

VII.- ORDEN DEL DÍA

VIII.- PROYECTO DE ACUERDO

IX.- INCIDENTES

X.- DOCUMENTOS DE LA CUENTA

XI.- OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA

 

ÍNDICE GENERAL

 

Pág.

I. Asistencia 7

 

II. Apertura de la sesión 9

 

III. Actas 9

 

IV. Cuenta 9

 

V. Acuerdos de los Comités. 9

 

VI. Fácil Despacho.

-Acuerdo entre los Gobiernos de Chile y Rumania pa

ra la promoción y protección recíproca de las

inversiones. Primer trámite constitucional 10

-Convenio básico de Cooperación Científica, Técnic

a y Tecnológica entre los Gobiernos de Chile y

Croacia. Primer trámite constitucional 13

 

VII. Orden del Día.

Modificación de la Ley General de Bancos y de norm

as relacionadas. Primer trámite constitucional 15

 

VIII. Proyecto de acuerdo.

Creación de Comisión Interministerial sobre integración

con la zona norte 30

 

IX. Incidentes.

Precisiones sobre el "Caso del Senador Jaime Guzmán".

32

 

X. Documentos de la Cuenta.

1.Oficio de S.E. el Presidente de la República, po

r el que formula observaciones al proyecto que

modifica ley de caza, con el objeto de proteger

la fauna (boletín N° 225-01). 45

Oficios de S.E. el Vicepresidente de la República,

mediante los cuales comunica que ha resuelto

retirar la urgencia que hiciera presente para el

despacho de los siguientes proyectos :

2.Formula indicaciones al proyecto de ley que modi

fica la Ley General de Bancos; el decreto ley Nº

1.097, de 1975; la ley Nº 18.010 y el Código de

Comercio. (boletín Nº 1404-05) 46

3.Modifica la ley general de bancos, el decreto le

y N° 1.097, de 1975, la ley

N° 18.010 y el Código de Comercio (boletín N°

1404-05). 48

4.Modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucion

al de Municipalidades, en materia de gestión

municipal (boletín N° 1598-06). 49

5.Moderniza el sector portuario estatal (boletín N

° 1688-09). 49

Pág.

6.Modifica el decreto supremo N° 294, de 1984, del

Ministerio de Obras Públicas (boletín N° 1084-

09). 50

7.Fija nuevo estatuto para los médicos cirujanos,

cirujanos dentistas, farmacéuticos y bioquímicos

que se desempeñan en los Establecimientos

Asistenciales de los Servicios de Salud (boletín

N° 1710-11). 50

8.Exime del impuesto a la renta a los pescadores a

rtesanales (boletín Nº 1601-05). 50

Oficios de S.E. el Presidente de la República, med

iante los cuales hace presente las urgencias, con

calificación de "suma", para el despacho de los

siguientes proyectos:

9.Modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura e

stableciendo la obligación de instalar un sistema

de posicionamiento geográfico automático con

apoyo satelital, en determinadas naves pesqueras

(boletín N° 1199-03). 51

10.Exime del impuesto a la renta a los pescadores

artesanales (boletín N° 1601-05). 51

11.Modifica el decreto supremo N° 294, de 1984, de

l Ministerio de Obras Públicas (boletín N° 1084-

09). 52

12.Moderniza el sector portuario estatal (boletín

N° 1688-09). 52

Oficios de S.E. el Presidente de la República, por

los que hace presente las urgencias, con

calificación de "simple", para el despacho de los

siguientes proyectos :

13.Modifica la Ley General de Bancos, el decreto l

ey N° 1097, de 1975, la ley N° 18.010 y el Código

de Comercio (boletín N° 1404-05). 53

14.Modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucio

nal de Municipalidades, en materia de gestión

municipal (boletín N° 1598-06). 53

15.Crea las Corporaciones de Asistencia Jurídica (

boletín N° 861-07). 54

16.Fija nuevo Estatuto para los médicos-cirujanos,

cirujanos dentistas, farmacéuticos y bioquímicos

que se desempeñan en los Establecimientos

Asistenciales de Salud (boletín N° 1710-11). 54

17.Oficio de S.E. el Vicepresidente de la Repúblic

a, por el cual comunica que ha resuelto no hacer

uso de la facultad que le confiere el inciso

primero del artículo 70, de la Constitución

Política de la República, respecto del proyecto

que establece normas y concede un aumento de

remuneraciones para el personal no docente de los

establecimientos educacionales que indica

(boletín

N° 1741-04). 55

Oficios del Senado, por los cuales comunica que ha

aprobado, en los mismos términos que la Cámara de

Diputados, los siguientes proyectos :

18.Denomina "Base Profesor Julio Escudero", a las

instalaciones del Instituto Antártico Chileno

ubicadas en la península Fildes, Isla Rey Jorge,

en el territorio chileno antártico (boletín N°

1304-10). 55

19.Aprueba la Convención Interamericana para Preve

nir, Sancionar y Erradicar la violencia contra la

mujer, adoptada en Belem do Pará, en 1994

(boletín

N° 1515-10). 55

Pág.

20.Convenio de Cooperación Científica y Técnica, s

uscrito entre el Gobierno de la República de

Chile y el Gobierno de la República de Corea, en

Seúl, en 1994 (boletín N° 1523-10). 56

21.Convenio entre el Gobierno de la República de C

hile y el Gobierno de la Federación de Rusia

sobre supresión de visas para portadores de

pasaportes diplomáticos (boletín N° 1603-10). 56

22.Aprueba el Memorándum de Entendimiento relativo

a la cooperación científica, técnica, cultural y

educativa chileno-palestina, suscrito con la

Organización para la Liberación de Palestina, en

Túnez, en 1995 (boletín N° 1733-10). 57

Oficios del Senado, por los cuales comunica que ha

aprobado, con modificaciones, los siguientes

proyectos :

23.Autoriza la construcción de un monumento, en la

ciudad de San Carlos, Octava Región, en memoria

de la folclorista Violeta Parra (boletín N° 1295-

04). 57

24.Exime del impuesto a la renta a los pescadores

artesanales (boletín N° 1601-05). 58

25.Oficio del Senado, por el cual comunica que ha

aprobado el proyecto de Acuerdo celebrado entre

los Gobiernos de la República de Chile y del

Reino de los Países Bajos, por intercambio de

Notas efectuado en La Haya, el 26 de octubre de

1995, por el cual se autoriza a los miembros de

familia dependientes de un funcionario

diplomático, consular de carrera o del personal

administrativo, técnico y de servicio de las

Misiones Diplomáticas y Consulares acreditadas en

ambos países para realizar actividades

remuneradas en el estado receptor (boletín N°

1776-10)(S). 59

26.Oficio del Senado, por el cual comunica que tom

ó conocimiento del rechazo de la Cámara de

Diputados al proyecto que crea la comuna de

Hualpencillo, en la provincia de Concepción,

Región del Biobío, y del nombre de los señores

Diputados que integrarán la Comisión Mixta que

deberá constituirse en virtud de lo dispuesto en

el artículo 67, de la Constitución Política de la

República (boletín N° 1764-06)(S). 60

27.Nuevo informe de la Comisión de Relaciones Exte

riores, Asuntos Interparlamentarios e Integración

Latinoamericana recaído en el proyecto de acuerdo

relativo a la "Convención de las Naciones Unidas

sobre el derecho del mar", y sus anexos y el

Acuerdo relativo a su parte XI y su anexo

(boletín N° 1425-10). 60

28.Segundo informe de la Comisión de Hacienda reca

ído en el proyecto que modifica la Ley General de

Bancos, el decreto ley N° 1.097, de 1975, la ley

N° 18.010 y el Código de Comercio (boletín N°

1404-05). 67

29.Segundo informe de la Comisión de Vivienda y De

sarrollo Urbano recaído en el proyecto que

establece la inembargabilidad de viviendas

sociales de emergencia (boletín N° 1197-14). 113

30.Informe de la Comisión Investigadora de la situ

ación que afecta a ESVAL por la paralización de

las obras del Colector de Valparaíso (boletín

C.I. N° 24). 115
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1. Comunicación:

-De los Diputados señores Coloma, Schaulsohn,

Gajardo, Urrutia don Raúl y Palma don Andrés

quienes, de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 35, del Reglamento de la Corporación,

informan que se ausentarán del país por un plazo

inferior a 30 días a contar del 20, 24, 25 y 26

de junio próximo pasado, respectivamente.

2. Oficios:

Contraloría General de la República.

-Del Diputado señor Martínez (don Rosauro),

proyectos ejecutados por el FOSIS en la Octava

Región, desde el año 1992.

Ministerio del Interior.

-Estadísticas mensuales del Programa de

Reconocimiento al Exonerado Político.

Ministerio de Defensa Nacional.
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Ministerio de Obras Públicas.

-Del Diputado señor Gutiérrez, entrega de
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oficinas regionales o provinciales de Dirección

de Vialidad.
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camino en comuna de Coihueco.

-Del Diputado señor Kuschel, programa de

conservación preventivo de la Dirección de

Vialidad en la Décima Región; destino de

transbordador Caupolicán; construcción de puente

sobre el Canal Chacao.

-Del Diputado señor Munizaga, demolición de

obras recién ejecutadas en doble vía Coquimbo-La

Herradura.

-Del Diputado señor Martínez, don Rosauro,

proyecto de construcción de carretera Chillán-

Concepción.

-Del Diputado señor Montes, proyecto de

construcción doble vía de Avenida La Florida,

comuna del mismo nombre.

Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

-Del Diputado señor Girardi, antecedentes sobre

aprobación de "Proyecto Trillium".

I. ASISTENCIA
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Girardi Lavín, Guido
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-Asistió, además, el Senador señor Roberto Muñoz

Barra.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 11.08 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

7ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 8ª queda a disposición de los

señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

va a dar lectura a la Cuenta.

 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los

documentos recibidos en la Secretaría.

 

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Secretario

dará lectura a los acuerdos de los Comités.

 

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los Comités

parlamentarios bajo la presidencia del señor Estévez,

adoptaron los siguientes acuerdos:

1. Dejar sin efecto el encargo hecho a la Comisión de

Constitución, Legislación y Justicia para informar sobre

la constitucionalidad del proyecto que modifica la ley

orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo

y de la Marina Mercante, y remitirlo nuevamente a la

Comisión de Defensa Nacional para que emita un informe

complementario que contemple un pronunciamiento

específico sobre la indicación sustitutiva presentada por

Su Excelencia el Presidente de la República, que recoge

las observaciones planteadas en su oportunidad en la

Sala.

2. Crear una comisión especial para que estudie el

proyecto que establece un plan para el desarrollo de la

zona austral, la que dispondrá de un plazo máximo de 60

días o del que reglamentariamente le corresponda, si Su

Excelencia el Presidente de la República hiciere presente

alguna calificación de urgencia.

3. Considerar el informe sobre irregularidades

ocurridas durante la construcción del colector de

Valparaíso en la sesión del miércoles 10 del mes en

curso. Para tal efecto, el tiempo destinado a tratar los

proyectos de acuerdo, será ocupado por el señor Diputado

informante, y el de Incidentes, aumentado en un 50 por

ciento, se distribuirá proporcionalmente entre los

distintos Comités parlamentarios.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Según el punto tres,

el próximo miércoles 10 se debe tratar el informe de la

Comisión Esval, que figura en la Cuenta de hoy. Sin

embargo, la Sala había acordado analizar en esa sesión el

problema del medio ambiente. En consecuencia, propongo

postergar el tratamiento de esta último tema para la semana

siguiente.

Si le parece a la Sala, así se procederá.

Acordado.

 

-o-

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Errázuriz para referirse a una cuestión de

Reglamento.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, de acuerdo con

la letra c), del Nº 2 del artículo 48 de la Constitución,

son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados

declarar si han o no lugar las acusaciones en contra de los

magistrados de los tribunales superiores de justicia por

notable abandono de sus deberes. A su vez, el artículo 73

establece: "La facultad de conocer de las causas civiles y

criminales, de resolverlas...", corresponde a los

tribunales de justicia.

Quiero expresar ...

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¡Señor Diputado, lo

que está diciendo no es materia de Cuenta ni de Reglamento!

Por lo tanto, no tiene derecho a usar de la palabra.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, es que no

corresponde que los Diputados intervengan...

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¡Señor Diputado, llamo

la atención a Su Señoría, por cuanto no se ha referido a

una cuestión de Reglamento o de la Cuenta!

 

-o-

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

 

ACUERDO ENTRE LOS GOBIERNOS DE CHILE Y RUMANIA PARA LA

PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN RECÍPROCA DE LAS INVERSIONES. Primer

trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Fácil Despacho,

corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el

proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre los

Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Rumania para la

promoción y protección recíproca de las inversiones y su

protocolo.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones

Exteriores es el señor Soria.

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1712-10, sesión 3ª,

5 de octubre de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 2.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores,

sesión 13ª, en 7 de noviembre de 1995. Documentos de la

Cuenta Nº 17.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Sota.

 

El señor SOTA.- Señor Presidente, recién integrado a

la Comisión de Relaciones Exteriores, en reemplazo del

Diputado señor Soria, procedo a rendir el informe, labor

para la cual él había sido designado, sobre el proyecto de

acuerdo aprobatorio del tratado celebrado entre los

Gobiernos de Chile y de Rumania para regular la recíproca

promoción y protección de las inversiones que sus

nacionales, personas naturales o jurídicas, efectúen en el

territorio del otro Estado, de conformidad con las leyes y

reglamentos del país receptor de la inversión.

Este tratado fue suscrito el 4 de julio de 1995,

durante la visita oficial que hizo a Rumania el Ministro de

Relaciones Exteriores de Chile, con la intención de crear y

de mantener condiciones favorables para las inversiones que

impliquen transferencias de capitales de un país a otro y

que contribuyan a su desarrollo económico.

Como lo señala el mensaje, en los últimos años, Chile

ha convenido diversos tratados de promoción y protección de

inversiones con veinte Estados. De ellos, la Honorable

Cámara ya ha ratificado los celebrados con Alemania,

España, Suiza, Francia, Unión Económica Belgo-

Luxemburguesa, Malasia, Italia, Venezuela, Argentina,

Bolivia, Croacia, Suecia, República Popular China,

Dinamarca, Brasil, Noruega, Finlandia y Ecuador.

Los principales compromisos que contraen los Gobiernos

de Chile y Rumania por el tratado que se pretende aprobar,

son los siguientes:

1. Se comprometen, con sujeción a su política general

en el campo de las inversiones extranjeras y en

conformidad a su legislación, a promover, admitir y

proteger las inversiones que inversionistas chilenos o

rumanos, sean personas naturales o jurídicas, efectúen en

el territorio del otro país.

2. Se comprometen a otorgar al inversionista del otro

país un tratamiento no menos favorable que el que

concedan a sus inversionistas nacionales o a los

inversionistas de terceros Estados, si este último fuere

más favorable.

3. Se comprometen a autorizar, sin demora, la

transferencia de los fondos relacionados con las

inversiones, en moneda de libre convertibilidad.

En el protocolo adicional, se dispone que las

transferencias correspondientes a inversiones realizadas de

acuerdo con el Programa Chileno para la Conversión de la

Deuda Externa se regirán por normas especiales, y que el

capital invertido sólo podrá ser transferido después de un

año de ingresado al país, salvo que la legislación nacional

contemple un tratamiento más favorable.

4. Se comprometen a no adoptar medidas que priven,

directa o indirectamente, a un inversionista del otro

país, de su inversión, a menos que sean tomadas por causa

de utilidad pública o interés nacional, de conformidad

con la ley.

Por otra parte, los inversionistas que sufran pérdidas

debido a una guerra u otro conflicto armado, revolución,

estado de emergencia o disturbios civiles ocurridos en el

territorio del país receptor de la inversión, deberán

recibir de éste, por concepto de reparación, indemnización,

compensación u otras retribuciones, un tratamiento no menos

favorable que el que tal país conceda a sus inversionistas

nacionales o a los de cualquier tercer Estado.

Por último, se establecen en este tratado los

procedimientos para resolver las controversias que se

susciten a propósito de la inversión entre el Gobierno del

Estado receptor y el inversionista del otro Estado y entre

los gobiernos con motivo de la aplicación e interpretación

del tratado.

También se conviene en que este estatuto jurídico será

aplicable independientemente de que existan o no existan

relaciones diplomáticas o consulares entre las partes

contratantes. Como es bien sabido, existen relaciones

diplomáticas entre los gobiernos de Chile y de Rumania.

Finalmente, la Comisión de Relaciones Exteriores,

Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana

compartió las consideraciones de mérito que han llevado a

ambos gobiernos a celebrar este tratado, y decidió, por

unanimidad, aprobarlo y proponer a la Honorable Cámara que

acoja el artículo único del proyecto de acuerdo, en los

mismos términos formulados por el mensaje, que sólo fue

objeto de modificaciones formales de menor importancia que

no se estimó necesario detallar, ya que se salvan con el

texto sustitutivo contenido en el informe.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Dupré.

 

El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, sólo deseo agregar

al informe rendido por el Diputado señor Sota que Chile y

Rumania establecieron relaciones diplomáticas el 16 de

noviembre de 1980.

Para Rumania, Chile es uno de los países

latinoamericanos con el que busca mantener vínculos más

cercanos y del que, al mismo tiempo, espera recibir apoyo

en el proceso de democratización emprendido por el gobierno

de esa nación, que ha sido bastante exitoso.

Desde el punto de vista nuestro, Rumania debería

representar no sólo un potencial adquirente de productos

chilenos de exportación, sino que, además, una plataforma

para llegar a una zona geográfica muy amplia, como es la

balcánica y del Mar Negro.

Asimismo, es necesario destacar la visita que realizó

al país el Presidente Ion Iliescu en agosto de 1993. Aun

cuando no se suscribieron documentos de trascendencia, en

esa ocasión se adoptaron acuerdos que repercutieron

positivamente en el desarrollo de la relación bilateral.

Además, hay que destacar la visita del Presidente de la

Cámara de Diputados de Rumania, señor Adrián Nastase.

Por otra parte, debe mencionarse la relación que

diferentes personalidades chilenas han mantenido con

Rumania, tales como el Director General Económico, el ex

Subsecretario de Relaciones Exteriores, el embajador

Director de Europa, África y Medio Oriente, personeros de

la Dirección General de Relaciones Económicas e

Internacionales, el Ministro Vicepresidente de Corfo, y el

ex Subsecretario de Economía y actual Director de

Relaciones Económicas Internacionales.

Entre los días 3 y 4 de julio del año pasado, el señor

Ministro de Relaciones Exteriores, don José Miguel Insulza,

realizó una visita oficial a Polonia, acompañado de una

comitiva oficial. En esa ocasión se firmaron, aprovechando

su paso por Rumania, acuerdos bilaterales, como el Convenio

de Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, que

ahora se discute; el intercambio de Notas sobre la

supresión de visas diplomáticas, oficiales de servicio y

especiales, y el intercambio de Notas que establece un

sistema de consultas políticas entre las Cancillerías.

También han visitado Rumania el señor presidente de la

Sofofa y el fiscal de Corfo, quienes, el año pasado,

procedieron a suscribir convenios de cooperación con la

respectiva contraparte rumana.

Debe recordarse que entre Chile y Rumania existe un

convenio cultural que liga a ambos países desde 1968.

Durante los últimos años, también se han firmado

diversos convenios entre centros de estudio chilenos e

instituciones rumanas, muy importantes desde el punto de

vista cultural.

Desde 1987, el intercambio comercial ha sido

relativamente escaso, por debajo de las posibilidades

reales de ambos países, con un balance favorable a Rumania,

país que ha exportado bienes a nuestro país,

particularmente tractores, automóviles, rodamientos,

motores, etcétera. En el último período, Chile ha logrado

colocar productos en el mercado rumano por aproximadamente

12 millones de dólares, que fundamentalmente corresponden a

operaciones triangulares.

En marzo de 1991, ambos países suscribieron un

convenio comercial y otro de cooperación económica, que

reemplazan a los anteriores de la década del 60.

Además, se suscribió un acuerdo de cooperación entre

la Cámara de Comercio e Industria de Rumania y la Cámara de

Comercio de Chile.

Por lo anterior, recomiendo a la Sala la aprobación

del convenio recíproco de inversiones.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Ribera.

 

El señor RIBERA.- Señor Presidente, la bancada de

Renovación Nacional votará favorablemente el proyecto de

acuerdo.

No hemos valorado la real importancia que Rumania

tiene en el centro de Europa. Su origen es latino en un

mundo eslavo y ha logrado superar muchos conflictos

históricos, como las dominaciones austro-húngara, rusa y

otomana. A pesar de ellas, ha mantenido sus tradiciones

culturales, religiosas y latinas.

Su población es significativa y aún no tenemos claro

qué posibilidades hay en el área geográfica en que se ubica

dicho país, acceso importante para nuestras exportaciones a

Moldavia, Ucrania, etcétera. Pero, por ejemplo, en fecha

próxima visitará Rumania don Pedro Corona, Presidente de

las AFP chilenas. Ello indica que se considera un mercado

atractivo para las inversiones, como lo han entendido los

coreanos, que han hecho grandes inversiones en ese país

para relanzar nuevos estilos de buques -Rumania tiene gran

tradición en la marina mercante- poseen una industria

siderúrgica muy importante y otros intereses en diversos

rubros.

El proyecto, que tiende a la protección recíproca de

las inversiones, sin lugar a dudas otorgará mayores

garantías para nosotros en el continente europeo, de modo

que constituye un paso significativo para intensificar

nuestras relaciones en esa área.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Ofrezco la

palabra.

Ofrezco la palabra.

 

Cerrado el debate.

En votación el proyecto de acuerdo.

 

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

 

Aprobado.

 

CONVENIO BÁSICO DE COOPERACIÓN CIENTÍFICA, TÉCNICA Y

TECNOLÓGICA ENTRE LOS GOBIERNOS DE CHILE Y CROACIA. Primer

trámite constitucional.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Corresponde

ocuparse del proyecto de acuerdo, en primer trámite

constitucional, relativo al Convenio básico de cooperación

científica, técnica y tecnológica entre los Gobiernos de

Chile y de Croacia.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones

Exteriores es el señor Arturo Longton, y de la Comisión de

Hacienda, el señor Tomás Jocelyn-Holt.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1524-10, sesión

42ª, en 2 de marzo de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 4.

-Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores,

y de Hacienda, sesión 13ª, en 4 de julio de 1995.

Documentos de la Cuenta Nºs. 18 y 19.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor Longton.

 

El señor LONGTON.- Señor Presidente, el proyecto de

acuerdo aprueba el Convenio básico de cooperación

científica, técnica y tecnológica entre Chile y la

República de Croacia, suscrito el 28 de noviembre de 1994,

durante la visita oficial que hizo al país el

Vicepresidente del Gobierno y Ministro de Relaciones

Exteriores de la República de Croacia, excelentísimo señor

Mate Granic.

El objeto principal de la iniciativa, según lo señala

el mensaje, es establecer un marco normativo al amparo del

cual las partes contratantes puedan fomentar la cooperación

científica y el desarrollo tecnológico mutuo.

El Presidente de la República hace notar, además, que

en la suscripción de este instrumento en ambas naciones hay

el espíritu de fortalecer la relación bilateral en los más

diversos ámbitos, de manera especial, en el campo

científico y de cooperación.

Testimonian el excelente nivel de estas relaciones

bilaterales el hecho de que Chile sea el primer país

latinoamericano que reconoció a Croacia, el 16 de enero de

1992, y de que la Embajada de Croacia en Santiago sea la

única representación croata en América Latina a cargo de un

embajador. A ello se agregan las inversiones chilenas en la

industria cervecera de Croacia.

Los principales compromisos que contraen los gobiernos

son los siguientes:

1. Elaborar y ejecutar, de común acuerdo, programas y

proyectos de cooperación científica, técnica y

tecnológica, con la participación de organismos y

entidades de los sectores público y privado de ambos

países, de las universidades y organismos de

investigación científica, técnica y tecnológica, conforme

a los programas bienales de cooperación que elaborarán en

consonancia con sus prioridades en el ámbito de sus

respectivos planes y estrategias de desarrollo económico

y social.

En dichos programas deberán especificar objetivos,

metas, recursos financieros y técnicos, cronogramas de

trabajo, como asimismo las áreas donde serán ejecutados los

proyectos. Para estos efectos, el convenio señala las

formas de la cooperación y las áreas de especial interés

mutuo.

2. Cada Gobierno se compromete a sufragar los costos de

pasajes aéreos de ida y regreso que implique el envío de

personal al territorio de la otra parte para que

participe en la ejecución de los proyectos de

cooperación, así como a sufragar los costos del

hospedaje, alimentación, transporte local del personal

que reciba, junto con otros gastos necesarios para la

ejecución del programa.

3. Se obligan a otorgar el régimen de privilegios y

exenciones de los funcionarios y expertos de las Naciones

Unidas, a los funcionarios y expertos de la otra parte

que sean designados para trabajar en su territorio en

proyectos de cooperación, lo mismo que a los equipos y

materiales suministrados a cualquier título, por un

Gobierno a otro, en el marco de este convenio.

La Comisión compartió los objetivos que han llevado a

los Gobiernos de Chile y de Croacia a celebrar este tratado

internacional, por lo que, por unanimidad, decidió

prestarle su aprobación y propone a la Honorable Cámara que

adopte el artículo único del proyecto de acuerdo en los

términos en que lo formula el mensaje, con modificaciones

formales menores que no se estimó necesario detallar, ya

que ellas se recogen en el texto sustitutivo que se sugiere

en el informe escrito puesto a disposición de los

honorables colegas.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado informante de la Comisión de Hacienda, señor

Jocelyn-Holt.

 

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, el Diputado

señor Karelovic desea rendir el informe, porque tiene

particular interés en la amistad chileno-croata. No tengo

ningún inconveniente en que lo haga, en aras del incremento

de dicha amistad.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- No hay

inconveniente.

Tiene la palabra el Diputado señor Karelovic.

 

El señor KARELOVIC.- Señor Presidente, la iniciativa

tiene su origen en un mensaje de Su Excelencia el

Presidente de la República.

La finalidad del convenio en informe, suscrito el 28

de noviembre de 1994, tiene por objeto -según lo expresado

en el mensaje- establecer un marco normativo al amparo del

cual las partes contratantes podrán fomentar la cooperación

científica y el desarrollo tecnológico mutuo.

La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos

Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso

en su informe que de los doce artículos que contiene el

convenio, corresponden al conocimiento de esta Comisión los

artículos VIII, IX y X.

En relación con la discusión particular, cabe señalar

lo siguiente:

Por el artículo VIII se establece que la parte que

envíe al personal que participe en la cooperación técnica y

científica en el territorio de la otra, sufragará los

costos de pasajes aéreos de ida y vuelta, y que el

hospedaje, la alimentación, el transporte local y los otros

gastos necesarios para la ejecución de los programas se

cubrirán por la parte receptora.

En el artículo IX se consigna que los funcionarios y

expertos de cada una de las partes designados para trabajar

en el territorio de la otra estarán regidos por las normas

sobre privilegios y exenciones de los funcionarios y

expertos de las Naciones Unidas.

En conformidad al artículo X, los equipos y materiales

suministrados a cualquier título por un Gobierno a otro, en

el marco de los proyectos de cooperación, estarán afectos a

las normas que rigen la internación al país de los equipos

y materiales proporcionados por las Naciones Unidas en los

proyectos y programas de cooperación técnica, científica y

tecnológica.

La referencia a la normativa aplicable a las Naciones

Unidas corresponde al decreto Nº 794, de 1948, del

Ministerio de Relaciones Exteriores, que contiene la

convención sobre prerrogativas e inmunidades de las

Naciones Unidas, y al decreto Nº 631, de 1951, del

Ministerio de Relaciones Exteriores, sobre prerrogativas e

inmunidades de los organismos especializados de las

Naciones Unidas.

La Comisión ponderó el hecho de que las franquicias

contempladas en el convenio podrían constituir un menor

ingreso fiscal, cuya determinación y cuantía dependerá de

las oportunidades en que se apliquen, siendo, en todo caso,

justificable la norma de excepción, en vista de los

beneficios que la iniciativa plantea.

Finalmente, teniendo presente los antecedentes que

sirven de fundamento, la Comisión acordó por unanimidad

sugerir a la Sala la aprobación del proyecto de acuerdo que

aprueba el Convenio básico de cooperación científica,

técnica y tecnológica entre el Gobierno de la República de

Chile y el Gobierno de la República de Croacia.

Por mi especial vinculación con la tierra de mis

padres, desde ya agradezco la votación favorable de la

Sala, y al Diputado informante, señor Tomás Jocelyn-Holt,

por haberme cedido el honor de rendir el informe.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Ofrezco la

palabra.

Ofrezco la palabra.

 

Cerrado el debate.

En votación el proyecto de acuerdo.

 

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

 

Aprobado.

 

 

VII. ORDEN DEL DÍA

 

MODIFICACIÓN DE LA LEY GENERAL DE BANCOS Y DE NORMAS

RELACIONADAS. Primer trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde ocuparse,

en primer trámite constitucional y segundo reglamentario,

del proyecto que introduce modificaciones a la Ley General

de Bancos, al decreto ley N° 1.097, de 1975, a la ley N°

18.010, y al Código de Comercio.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el

señor Longueira.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1404-05, sesión 5ª,

en 11 de octubre de 1994. Documentos de la Cuenta Nº 43.

-Segundo informe de la Comisión de Hacienda,

Documentos de la Cuenta Nº 27. (El informe correspondiente

al proyecto de ley del boletín Nº 1079-05, debe

considerarse como primer informe de este proyecto de ley.)

-Mensaje del Ejecutivo en que formula indicaciones,

Documentos de la Cuenta Nº.....

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito el

asentimiento de los señores Diputados para que ingresen a

la Sala el Subsecretario de Hacienda, don Manuel Marfán, y

el Superintendente de Bancos, don José Florencio Guzmán.

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado señor Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, paso a rendir

el segundo informe del proyecto de ley que introduce

importantes modificaciones a la Ley General de Bancos, a la

ley que creó la Superintendencia de Bancos e Instituciones

Financieras y a la ley

N° 18.010.

Para el ordenamiento de la discusión y votación del

proyecto, que tiene cinco artículos permanentes y tres

transitorios, voy centrar la exposición en todos aquellos

numerales en que, de alguna forma, no se logró un consenso

o un acuerdo en la Comisión y en aquéllos en que hubo

discusión o puntos de vista distintos, pues lo más probable

es que los señores parlamentarios enfoquen su intervención

en esas materias.

El artículo 1°, que es el principal del proyecto,

introduce modificaciones a la Ley General de Bancos, cuyo

texto refundido y sistematizado está contenido en el

decreto con fuerza de ley N° 252, de 1960. Cuenta con 65

numerales.

El artículo 2° introduce modificaciones al decreto ley

N° 1.097, de 1975, que creó la Superintendencia de Bancos e

Instituciones Financieras. Contiene cuatro numerales.

El artículo 3° modifica la ley N° 18.010, que

establece normas para las operaciones de créditos y otras

obligaciones de dinero. Cuenta con cinco numerales.

Posteriormente, el artículo 4° deroga normas del

artículo 111 del Código de Comercio, y el artículo 5º, con

un solo numeral. Luego hay tres artículos transitorios.

Quiero incluir en mi exposición aquellas disposiciones que

no generaron consenso o que, tal como lo señalé, originaron

discusión.

En la Comisión de Hacienda hubo varios cambios y se

hizo un esfuerzo por lograr el mayor consenso en este

importante proyecto de ley que fija nuevos negocios para la

banca, establece la internacionalización e indica las

normas de Basilea por las cuales deberán regirse las

instituciones financieras.

El esfuerzo desplegado por la Superintendencia, la

Asociación de Bancos y el Instituto Libertad y Desarrollo

permitió que, en conjunto, se lograra un mayor consenso. El

trabajo realizado en la Comisión se puede definir como muy

exitoso, ya que prácticamente los 65 numerales del artículo

1º fueron aprobados por unanimidad.

En el artículo 1º, el numeral 1 fija los nuevos

negocios para la banca; el numeral 3 establece las

condiciones y los requisitos para la internalización de la

banca, y el numeral 10 del mismo artículo, relativo a las

normas de Basilea. Los 63 numerales restantes fueron

aprobados en forma unánime, con excepción de dos, en los

cuales hubo mayoría.

En el numeral 1, se reemplaza el número 11 bis del

artículo 83 de la Ley General de Bancos, por el siguiente

número 11 bis, nuevo: "Constituir en el país sociedades

filiales destinadas a efectuar las siguientes operaciones o

funciones:

En la letra a) se establecen todas las actividades de

intermediación que podrán generar las instituciones

financieras: a) Agentes de valores, corredores de bolsa,

corredores de seguros regidos por el decreto con fuerza de

ley Nº 251, de 1931, con exclusión de seguros

previsionales, administradoras de fondos mutuos, de fondos

de inversión o de fondos de capital extranjero y

securitización de títulos en las condiciones que establezca

la Superintendencia. Las sociedades que realicen las

operaciones a que se refiere esta letra serán regidas por

las leyes aplicables a tales materias y fiscalizadas por la

Superintendencia de Valores y Seguros.

La letra b) del nuevo número 11 bis establece las

actividades relativas al giro financiero. Dispone

textualmente: "Comprar y vender bienes corporales muebles o

inmuebles sólo para realizar operaciones de arrendamiento,

con o sin opción de compra, con el objeto de otorgar

financiamiento total o parcial; efectuar factoraje,

asesoría financiera, custodia o transporte de valores y la

prestación de otros servicios financieros que la

Superintendencia, mediante resolución general, haya

estimado que complementan el giro de los bancos.

El inciso segundo de esta letra b) expresa: "Las

sociedades filiales no podrán adquirir acciones ni tomar

participación en otras sociedades, salvo que la inversión

sea imprescindible para el desarrollo de su giro y siempre

que no exceda en momento alguno del 5% del capital pagado

de la sociedad en que se efectúe dicha inversión."

El inciso tercero establece: "La Superintendencia,

también por normas generales, podrá autorizar que los

bancos efectúen directamente alguna de las actividades a

que se refiere la letra b) de este número.

El inciso cuarto señala: "La constitución de

sociedades filiales o la realización directa de las

actividades a que se refiere el inciso anterior sólo

procederá si el banco reúne los siguiente requisitos:

"i) Que cumpla con los porcentajes mínimos a que se

refiere el artículo 81," modificado posteriormente, que

establece que el patrimonio efectivo de un banco no podrá

ser inferior al 8 por ciento de sus activos ponderados por

riesgo. Lo anterior está de acuerdo con las nuevas normas

de Basilea, consideradas también en este cuerpo legal.

"ii) Que no esté calificado en última categoría en los

procesos de calificación de general aplicación establecidos

por la Superintendencia. La calificación de gestión se

referirá a las estructuras y procedimientos existentes en

la entidad financiera respecto de los controles internos,

los sistemas de información para la toma de decisiones y el

seguimiento oportuno de los diferentes riesgos."

El inciso quinto de la letra b) de este numeral

señala: "La Superintendencia deberá considerar, además, que

la constitución de la sociedad filial o la nueva actividad

que el banco efectúe directamente se justifique de acuerdo

a estudios de factibilidad económico-financiera de la

sociedad o actividad proyectada."

El inciso sexto y final establece: El banco podrá

participar en forma minoritaria en una sociedad que tenga

alguno de los objetos indicados en este número, a menos que

la Superintendencia deniegue la autorización por resolución

fundada en la falta de calidad o experiencia de los otros

socios o accionistas.

El numeral 1) del artículo 1º fue una de las materias

que generaron una mayor discusión en la Comisión y respecto

de la cual tampoco hubo consenso. Esto se reflejó en la

indicación presentada por los Diputados señores Alvarado,

Jürgensen, Kuschel y Orpis, que establecía las siguientes

modificaciones:

En la letra i), se propuso eliminar la frase: "con

exclusión de seguros previsionales".

Los parlamentarios tenían interés en que los seguros

previsionales también pudieran ser parte del giro bancario.

En la letra ii), se sugirió intercalar la frase

"almacenes generales de depósito", para incluirlas también

en el giro bancario.

Por último, en la letra iii) se propuso suprimir la

frase: "en las condiciones que establezca la

Superintendencia", con el propósito de eliminar la facultad

establecida en ese inciso.

Puestas en votación las indicaciones i), ii) e iii)

fueron rechazadas por 4 votos a favor y 5 votos en contra.

La primera oración de la letra a) del numeral 11 bis

fue objeto de observaciones en su redacción, las que

finalmente fueron aprobadas, dado que se trata sólo de una

adecuación a la redacción del texto del Ejecutivo.

Posteriormente, durante la discusión final del

proyecto, se presentó una indicación por el parlamentario

que habla para agregar las palabras "almacenes generales de

depósito" e incluir la frase "de las administradoras de

fondos mutuos, de fondos de inversión o de fondos de

capital extranjero". El motivo de esta indicación -tal como

lo manifesté con anterioridad- era insistir de nuevo en que

estas actividades fueran incorporadas en el giro bancario.

Puesta en votación, fue rechazada por 2 votos a favor,

6 votos en contra y una abstención.

Realizada la votación de la letra a) de la indicación

del Ejecutivo, con las modificaciones de redacción

mencionadas, esta disposición fue aprobada.

Los Diputados señores Alvarado, Jürgensen, Kuschel y

Orpis formularon una indicación -que fue aprobada en forma

unánime- para intercalar un punto y coma (;) entre las

palabras "valores" e "y", y eliminar la palabra "otros",

con el objeto de precisar que la resolución general de la

Superintendencia sólo se refiere a otros servicios

financieros.

Con ello se entiende que la resolución general que se

le otorga a la Superintendencia es respecto de los otros

servicios y que en cuanto a las actividades señaladas en la

parte inicial del inciso no se requiere esa resolución.

Posteriormente, los parlamentarios presentaron otra

indicación, a fin de incorporar una nueva letra c) al

numeral 1 del artículo 1º, del siguiente tenor:

"c) Securitización directa de carteras de créditos y

de otros títulos, y agente colocador de valores de primera

emisión con y sin garantía de colocación, siempre que la

Superintendencia, mediante resolución de carácter general,

haya estimado que complementan el giro de los bancos y en

las condiciones que ella determine."

Esta indicación pretendía incorporar al giro bancario

lo establecido en esta letra. Puesta en votación, fue

rechazada por 4 votos a favor y 5 votos en contra.

Los mismos señores Diputados formularon varias

indicaciones, todas ellas ligadas a la letra c). No es del

caso leerlas, dado que al no ser aprobada esa letra,

obviamente se entendió rechazado el conjunto de ellas.

Asimismo, estos señores parlamentarios presentaron una

indicación para modificar los incisos cuarto y quinto de

este numeral, con el objeto de cambiar, de alguna forma,

los requisitos que debían cumplir los bancos para

incorporarse a los nuevos negocios establecidos en las

letras a) y b).

Puesta en votación esta indicación, fue rechazada,

manteniéndose los incisos cuarto y quinto en los términos

propuestos por el Ejecutivo.

Una indicación novena al numeral 1), sustituía el

inciso final de la indicación del Ejecutivo por el

siguiente:

"El banco podrá participar en forma minoritaria en una

sociedad que tenga alguno de los objetos indicados en este

número, a menos que la Superintendencia deniegue la

autorización por resolución fundada en que ello no es

conveniente dada la calidad y experiencia de los otros

accionistas."

Esta indicación también fue rechazada.

Del tenor de su texto se desprende que tenía por

objeto establecer que la Superintendencia podría denegar la

autorización, pero sólo a través de una resolución fundada.

Puestas en votación las indicaciones mencionadas,

fueron rechazadas por 4 votos a favor y 5 votos en contra.

Los incisos segundo y tercero del Nº 11 bis del

artículo 83 de la indicación del Ejecutivo fueron aprobados

por 5 votos a favor y 4 votos en contra.

El inciso cuarto del Nº 11 bis del artículo 83 de la

indicación del Ejecutivo con la letra i) fue aprobado por 5

votos a favor y 4 abstenciones. La letra ii) fue aprobada

por 5 votos a favor y 4 votos en contra.

Los incisos quinto y sexto del Nº 11 bis del artículo

83 propuestos en la primera indicación del Ejecutivo y su

encabezamiento fueron aprobados por 5 votos a favor y 4

abstenciones.

Con posterioridad, la Comisión -dado que su espíritu

fue lograr el mayor consenso posible- revisó todos los

acuerdos de votación respecto de las indicaciones y aprobó

en forma unánime la indicación 2 del Ejecutivo, que

introdujo las siguientes modificaciones al texto original:

1. Sustituyó el inciso sexto del Nº 11 bis del artículo

83 por el siguiente:

"El banco podrá participar en forma minoritaria en una

sociedad que tenga alguno de los objetos indicados en este

número, a menos que la Superintendencia deniegue la

autorización por resolución fundada en la falta de calidad

o experiencia de los otros socios o accionistas."

El texto, aprobado en forma consensual, recoge el

espíritu de las indicaciones de los señores parlamentarios.

2. Agregó el siguiente inciso final al Nº 11 bis del

artículo 83:

"La Superintendencia tendrá un plazo de ciento veinte

días para pronunciarse acerca de la constitución de las

sociedades filiales a que se refiere este número. Dicho

plazo se contará desde que se hayan acompañado todos los

antecedentes de la solicitud. Para rechazarla, la

Superintendencia deberá dictar una resolución fundada."

Estas indicaciones -repito- de alguna forma recogen el

espíritu consensual del trabajo realizado por el Instituto

Libertad y Desarrollo, la Asociación de Bancos, los

técnicos de la Superintendencia, el cual, finalmente, fue

ratificado por los miembros de la Comisión.

Estas indicaciones, aprobadas por unanimidad,

conformaron el texto definitivo del numeral 1, que es muy

importante, puesto que, como lo señalé, establece los

nuevos negocios y actividades que podrá efectuar la banca.

A continuación, me referiré al numeral 3 del artículo

1º del proyecto, dado que el numeral 2 fue aprobado en

forma unánime y su texto figura en el informe.

Por el numeral 3 se reemplaza el artículo 83 bis que

establece las normas aplicables a la inversión que efectúen

los bancos constituidos en Chile en acciones de bancos

constituidos en el extranjero y precisa los criterios y

requisitos para abrir sucursales u oficinas de

representación en el exterior. El artículo también fue

aprobado en forma unánime y se llegó a consenso en el único

punto en que hubo discusión: los límites de inversión que

podían establecer los bancos en cada una de las empresas,

como veremos más adelante.

El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el

Nº 3 del artículo 83 bis, por el siguiente:

"Los bancos podrán abrir sucursales u oficinas de

representación en el exterior, efectuar inversiones en

acciones de bancos establecidos en el extranjero o en

acciones de empresas allí constituidas que tengan alguno de

los giros que autorizan los Nºs 11 bis y 15 bis del

artículo 83. Las aperturas de sucursales u oficinas de

representación requerirán autorización de la

Superintendencia y las otras inversiones referidas

necesitarán, además, la del Banco Central de Chile.

"Para prestar esta autorización, la Super-intendencia

deberá determinar que el banco reúne los siguientes

requisitos:

"a) Que cumple con los porcentajes mínimos a que se

refiere el artículo 81." Dicho artículo, que se modifica en

el numeral 10, establece las normas de Basilea y los nuevos

criterios sobre patrimonio efectivo por los cuales se

regirán los bancos.

"b) Que no se encuentra clasificado en la última

categoría en los procesos de calificación de general

aplicación establecidos por la Superintendencia. Se

aplicará al efecto la norma contenida en la letra ii) del

Nº 11 bis del artículo 83.

"c) Que la apertura de la oficina o la inversión se

justifica de acuerdo a estudios de factibilidad económico-

financieros.

"d) Que el país en que se efectuará la inversión o se

abrirá la oficina ofrece condiciones de fiscalización que

permitan apreciar el riesgo de sus operaciones.

"e) Que, si en la empresa participan socios

extranjeros con un porcentaje igual o superior al 10 por

ciento del capital de ella, demuestren que cumplen con los

requisitos que exige el Nº 18 del artículo 65."

Respecto de esta letra, algunos Diputados presentaron

indicación para eliminar la expresión "extranjeros", con el

fin de dejar sólo el requisito para los socios que

participen, independientemente de que sean extranjeros o

no.

El inciso tercero del numeral 3 establece: "La

Superintendencia, mediante norma general, determinará los

antecedentes que deberán presentarse para cursar la

solicitud. Una vez presentada ésta, cualquier

complementación que la Superintendencia juzgue necesaria

deberá solicitarse dentro del plazo de 45 días. El

pronunciamiento definitivo de la Superintendencia deberá

darse en el plazo de 120 días, contado desde la

presentación de la solicitud o de los antecedentes

complementarios en su caso. La Superintendencia podrá negar

la autorización sin expresión de causa."

El inciso cuarto del numeral 3 señala: "No obstante lo

dispuesto en el inciso anterior, cuando se trate de un

banco que exceda en un 25 por ciento el porcentaje mínimo

de patrimonio a activos ponderados por riesgo a que se

refiere el artículo 81 y se encuentre calificado en primera

categoría en los procesos de calificación de general

aplicación, establecidos por la Superintendencia, que la

inversión de que se trate sea la apertura de una sucursal o

la adquisición de acciones de una empresa extranjera que

representen la mayoría del capital de ella, y que, además,

el país en que se efectuará la inversión o se abrirá la

oficina tenga condiciones de riesgo calificados en primera

categoría de acuerdo a metodologías y publicaciones de

empresas calificadoras internacionales que figuren en una

nómina registrada por ella, o exista un convenio con el

organismo de supervisión del respectivo país, la

Superintendencia sólo podrá denegar la autorización por

resolución fundada. Esta Resolución será reclamable en

conformidad al artículo 21, inciso segundo, del decreto ley

Nº 1.097, de 1975. En el caso contemplado en este inciso,

los plazos señalados en el anterior se reducirán a la

mitad."

El inciso quinto del numeral 3 dispone las formas, los

criterios y las facultades de la Superintendencia para

abrir sucursales y oficinas en el extranjero. Señala lo

siguiente:

"El banco chileno y las empresas en que éste participe

se sujetarán a las siguientes normas:

"1. El banco constituido en Chile sólo podrá invertir

hasta un 40 por ciento de su patrimonio efectivo en bancos

o empresas establecidas en un mismo país y hasta un 20 por

ciento de él en cada banco o empresa en que participe."

Este punto generó la mayor discusión en la Comisión de

Hacienda. Algunos parlamentarios plantearon indicaciones

para eliminar de estos requisitos aquel que menciona que

los bancos constituidos en Chile sólo podrán invertir hasta

un 20 por ciento de él en cada banco o empresa en que

participen.

Me adelanto en señalar que se presentó una indicación

consensuada y el numeral 3 también fue aprobado en forma

unánime.

"2) Si se trata de un banco, la suma de los depósitos,

préstamos y otras acreencias que los bancos chilenos

accionistas mantengan en él, ya sea directamente o a través

de otras personas, no podrá exceder del 25 por ciento del

patrimonio efectivo del banco extranjero. En ningún caso el

banco accionista podrá avalar, afianzar o, en cualquier

forma, caucionar obligaciones de los bancos o empresas en

que participe en el extranjero."

No hubo discusión al respecto.

"3) Será obligación del banco chileno proporcionar a

la Superintendencia información sobre el banco o empresa

extranjera en que participe, periódicamente o en las

oportunidades en que dicho organismo lo requiera. Lo

anterior es sin perjuicio de la obligación que imponen los

artículos 9º y 10 de la ley Nº 18.045."

"4) El banco chileno tendrá la obligación de obtener

los resguardos necesarios para que las instituciones en que

participe en el extranjero no concedan créditos a deudores

relacionados, directamente o a través de otras personas, a

la propiedad o gestión del banco participante, ni les

otorguen garantías por créditos que contraigan."

El inciso sexto del numeral tres establece las normas

aplicables a las sucursales de bancos chilenos en el

extranjero, señalando que se regirán por las normas

establecidas en el artículo 31 bis.

El inciso séptimo y final del numeral 3 establece:

"Sin perjuicio de las sanciones contempladas en el artículo

19 del decreto ley Nº 1.097, de 1975, o las que sean

aplicables conforme al artículo 31 bis, el incumplimiento

de cualquiera de las normas precedentes por parte del banco

chileno o del banco, sucursal o empresa establecida o en

que participe en el extranjero, facultará al

Superintendente para obligar al primero a enajenar todas

las acciones que posea en el banco o empresa extranjera o a

clausurar o enajenar la sucursal u oficina en que se haya

cometido la infracción, dentro del plazo que determine..."

Como los señores Diputados pueden observar, el

artículo 83 bis establece la norma general que regula la

presencia comercial de los bancos chilenos en el exterior.

Puesto en votación el inciso primero del artículo 83

bis, fue aprobado en forma unánime.

El inciso segundo contiene los requisitos mínimos que

deberá cumplir el banco para acceder a su presencia en el

exterior.

Los Diputados señores Alvarado, Jürgensen, Kuschel y

Orpis formularon indicación para sustituir el inciso

segundo del artículo 83 bis de la indicación del Ejecutivo

a la cual di lectura, a fin de no clasificar a los bancos

por categoría y de fijar normas más objetivas para obtener

la autorización a que hice referencia.

Dicha indicación fue rechazada por 2 votos a favor, 5

en contra y una abstención.

Tal como lo había advertido, los Diputados señores

Arancibia, Jocelyn-Holt, Montes y Sabag presentaron

indicación para eliminar la palabra "extranjeros" en la

letra e) del inciso segundo, quedando establecido que no

existe ninguna justificación para hacer distinciones entre

socios nacionales y extranjeros, para los efectos

establecidos en el numeral 1).

Esta indicación fue aprobada por 4 votos a favor y 3

abstenciones.

Puesto en votación el inciso segundo de la indicación

del Ejecutivo, fue aprobado por 5 votos a favor y 3

abstenciones.

Los Diputados señores Alvarado, Jürgensen, Kuschel y

Orpis presentaron indicación para sustituir el inciso

tercero del artículo 83 bis -propuesto en el numeral 3)-,

por otro que señala que "La Superintendencia sólo podrá

denegar la autorización por resolución fundada...",

etcétera.

Esta indicación también fue rechazada por 3 votos a

favor y 4 en contra.

Puesto en votación el inciso tercero de la indicación

del Ejecutivo, fue aprobado por 4 votos a favor, 1 en

contra y 2 abstenciones.

Una vez más, los Diputados señores Alvarado,

Jürgensen, Kuschel y Orpis formularon indicación para

modificar el inciso cuarto del artículo 83 bis de la

indicación del Ejecutivo, a fin de flexibilizar aún más los

requisitos para abrir sucursales en el exterior y de hacer

más objetiva y expedita la autorización que debe tener la

Superintendencia.

Esta indicación también fue rechazada por 2 votos a

favor, 5 en contra y una abstención.

Puesto en votación el inciso cuarto de la indicación

del Ejecutivo fue aprobado por 5 votos a favor y 3

abstenciones.

Nuevamente los Diputados señores Alvarado, Jürgensen,

Kuschel y Orpis presentaron indicación para eliminar en el

número 1) del inciso quinto de la indicación del Ejecutivo

la frase "y hasta un 20% de él en cada banco o empresa en

que participe".

Ya hice referencia a esta indicación, y fue el único

punto respecto del cual hubo discusión en la Comisión.

Finalmente, se llegó a un acuerdo, al que daré lectura más

adelante, que se reflejó en una indicación consensual

presentada por el Ejecutivo, en la cual se proponía

eliminar esa exigencia, estableciendo que el límite será

del 40 en lugar del 20 por ciento.

Esta indicación fue rechazada, aprobándose el inciso

quinto por 5 votos a favor y 3 abstenciones.

Como lo señalé, el único punto discutido en la

Comisión fue el relativo a la exigencia del 20 por ciento.

El Ejecutivo formuló una segunda indicación consensual,

para agregar la siguiente frase, en el inciso quinto número

1): "Este último límite podrá ser aumentado por la

Superintendencia en casos calificados". Es decir, se

faculta a la Superintendencia para fijar, dentro del 20 y

el 40 por ciento, el límite en que un banco constituido en

Chile puede invertir en cada banco o empresa en que

participe en el extranjero.

De esta forma, la Comisión estableció un criterio

común, aprobando en forma unánime el número 3), que es,

como lo he señalado, uno de los más importantes, porque

define los criterios, las formas y los requisitos en que

debe internalizarse la banca en el extranjero.

La Diputada señora Matthei formuló indicación para

reemplazar en el número 1) la expresión "20%" por "30"%, la

cual fue rechazada, dado que se logró un acuerdo para

establecer que el límite podrá ser de hasta 20 por ciento,

pero que uno superior, en el rango de entre 20 y 40 por

ciento, requiere la autorización de la Superintendencia.

El inciso séptimo no fue objeto de discusión. Sólo

establece sanciones, y mediante una segunda indicación del

Ejecutivo se incorporó una indicación para disponer que el

plazo a que se refiere el inciso final no podrá ser

inferior a sesenta días. Se refiere a que una vez que la

Superintendencia disponga el cierre de una sucursal o

empresa deberá hacerse en el extranjero el plazo que

determine que no podrá ser inferior a sesenta 60 días.

Tal como lo señalé, este artículo fue aprobado en

forma unánime, con la indicación mencionada.

A continuación me referiré al número 10) del artículo

1º -es muy importante y suscitó en la Comisión una larga

polémica sobre los factores establecidos en él-, puesto que

los numerales 4 al 9 sólo adecuan, modernizan y

perfeccionan el texto de la Ley General de Bancos a las

modificaciones introducidas en ellos.

Dichos numerales fueron aprobados en forma unánime por

la Comisión.

Entonces, para los parlamentarios que siguen con

interés mi exposición, me referiré al numeral 10), que

establece las normas de Basilea y los nuevos criterios por

los cuales debe regirse el sistema financiero del país y

que constituye una de las disposiciones más importantes que

introduce el proyecto.

Dicho numeral reemplaza los artículos 81 y 82 de la

Ley General de Bancos que regulan el límite máximo de los

depósitos y obligaciones de los bancos y las demás

obligaciones relativas al título X, referente a los

encajes.

El artículo 81 fija el límite de los activos totales y

activos ponderados por riesgo de un banco, y define qué se

entiende por patrimonio efectivo de un banco. El artículo

82 establece las ponderaciones por riesgo de las diversas

partidas del activo de un banco.

El mensaje proponía el siguiente numeral 10:

"l0) Reemplázanse los artículos 81 y 82 por los

siguientes:

"Artículo 81.- El patrimonio efectivo de un banco no

podrá ser inferior al 8% de sus activos ponderados por

riesgo, neto de provisiones exigidas. El capital básico no

podrá ser inferior al 3% de los activos totales del banco."

¿Cómo se establece el patrimonio efectivo señalado en

este primer inciso?

"Se entiende por patrimonio efectivo de un banco la

suma de los siguientes factores:

"a) Su capital pagado y reservas o capital básico;

b) los bonos subordinados que haya colocado, valorados

al precio de colocación y hasta concurrencia de un 50% de

su capital básico. El valor computable de cada uno se

mantendrá hasta que falten cinco años para su vencimiento

y, desde esa fecha, disminuirá en un 20% y en otro 20% por

cada año que transcurra. Si el bono fuera pagadero en

cuotas, lo anterior se aplicará a cada una de ellas".

Aquí quiero señalar que con posterioridad se

modificaron los criterios sobre la forma en que se

computarán los bonos, perfeccionándose la norma original

propuesta por el Ejecutivo.

"c) Las provisiones voluntarias que haya constituido,

hasta concurrencia del 1,25% de sus activos ponderados por

riesgo. Son provisiones voluntarias las que excedan de

aquellas que los bancos deban mantener por disposición de

la ley o por norma de la Superintendencia."

El último inciso del nuevo artículo dice: "Para

calcular el patrimonio efectivo de un banco, se deducirán

del capital básico los fondos aportados a las sociedades de

que forme parte o asignado a las sucursales que haya

establecido en el extranjero."

Por último -tema muy importante y respecto del cual se

produjo, tal vez, la mayor discusión al interior de la

Comisión- el artículo 82 que se propone sustituir establece

cinco ponderaciones por riesgo de las diversas partidas del

activo de un banco, que son las siguientes:

"Categoría 1. Fondos disponibles en caja, depositados

en el Banco Central de Chile o en instituciones financieras

regidas por esta ley e instrumentos financieros emitidos o

garantizados por el Banco Central, que se transen

habitualmente en bolsas de valores. También figurarán en

esta categoría los activos constituidos por aportes a

sociedades o asignación a sucursales en el extranjero cuyo

monto se haya deducido del patrimonio efectivo de acuerdo

al artículo anterior.

La categoría 2 establece que serán parte de ella los

fondos disponibles no comprendidos en la categoría 1 e

instrumentos financieros emitidos o garantizados por el

Fisco de Chile.

En la categoría 3 figuran las cartas de créditos para

operaciones de comercio exterior pendientes de negociación,

y préstamos u operaciones con pacto de retroventa entre

instituciones financieras regidas por esta ley.

La categoría 4 -aquí hubo mayor discusión- considera

los préstamos con garantía hipotecaria para vivienda,

otorgados al usuario final.

La mayor discusión se centró en el ponderador que se

establece para esta categoría 4, es decir, a los préstamos

hipotecarios para viviendas.

La categoría 5 establece que pertenecerán a ella el

activo físico y financiero y todos los demás activos no

incluidos en las anteriores categorías, netos de

provisiones exigidas.

Para los efectos del artículo anterior, los activos

comprendidos en las diferentes categorías, se estimarán en

los siguientes porcentajes de su valor de contabilización:

Categoría 1 : 0 por ciento;

Categoría 2 : 10 por ciento;

Categoría 3 : 20 por ciento;

Categoría 4 : 75 por ciento, y

Categoría 5 : 100 por ciento.

Quiero terminar leyendo los últimos incisos de este

nuevo artículo 82, y después hacerme cargo del ponderador

de la categoría 4 que, tal como he señalado, provocó la

mayor discusión en la Comisión.

Dichos incisos señalan que la Superintendencia, previo

acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile,

adoptado por la mayoría absoluta del total de sus miembros,

podrá, mediante norma general, cambiar de categoría

determinados activos siempre que ello signifique subir o

bajar un solo nivel en la tabla antes expresada o fijarles

un nivel intermedio entre dos categorías.

Posteriormente, hubo una indicación tendiente a

perfeccionar el texto.

El inciso final del artículo 82 señala que, no

obstante lo anterior, la Superintendencia podrá, también

mediante norma general, establecer que determinados activos

se ubiquen en la Categoría 1, con el ponderador de un 0 por

ciento.

Respecto del numeral 10, que modifica los artículos 81

y 82 de la Ley General de Bancos, la discusión se centró en

si el ponderador de un 75 por ciento establecido por el

Ejecutivo era el adecuado o no. Hubo distintas posiciones

al interior de la Comisión. Finalmente, se aprobó una

indicación que dispone que este ponderador deberá ser del

60 por ciento.

Es importante tener presente que estos ponderadores

tienen un efecto directo, establecido en las normas de

Basilea, en el patrimonio efectivo de los bancos. Por lo

tanto, establecer un ponderador del 50 por ciento

-fue la proposición de varios parlamentarios, como se podrá

observar más adelante-, implica que la categoría 4, es

decir, los préstamos hipotecarios para la vivienda, serán

ponderados por un 50 por ciento. En el fondo, significa que

el banco necesitará un capital menor. Obviamente, si el

ponderador es de un 75 por ciento, se requerirá un capital

mayor.

En este caso, el Superintendente de Bancos defendió,

hasta el final de la discusión, el ponderador del 75 por

ciento, argumentando que en muchos países, donde ya se

están aplicando las normas de Basilea, es de un ciento por

ciento, y citó a una serie de ellos. Agregó que la

Superintendencia, desde el punto de vista de fiscalizador o

responsable de las instituciones financieras, consideraba

mucho más sano para nuestro sistema financiero mantenerlo

en el 75 por ciento. Aquellos parlamentarios que

sostuvieron que este ponderador debería ser menor,

señalaron que el país tiene experiencia y una trayectoria

en los créditos hipotecarios, los que, de alguna forma,

constituyen cartera con bajo riesgo, por lo cual el

ponderador se podía bajar a un 50 por ciento.

La Sala deberá pronunciarse sobre esta indicación

aprobada por la Comisión, que rebaja el ponderador a un 60

por ciento, por cuanto el Ejecutivo, en su proyecto

original, lo fijó en el 75 por ciento.

Puesto en votación el artículo 81 del numeral 10, fue

aprobado por unanimidad, con una modificación de carácter

formal a la letra b) de su inciso segundo. Quedó redactado

de la siguiente manera:

"b) Los bonos subordinados que haya colocado,

valorados al precio de colocación y hasta concurrencia de

un 50% de su capital básico. El valor computable de cada

bono se mantendrá hasta que falten cinco años para su

vencimiento, y desde esa fecha disminuirá en un 20% por

cada año que transcurra. Si el bono fuera pagadero en

cuotas, lo anterior se aplicará a cada una de ellas."

Tal como lo señalé, en la Comisión se presentó una

indicación para sustituir esta letra b), que perfecciona,

de alguna forma, el valor computable que tendrán los bonos

subordinados, estableciéndose la siguiente letra b) nueva:

"b) Los bonos subordinados que haya colocado,

valorados al precio de colocación y hasta concurrencia de

un 50% de su capital básico. El valor computable de estos

bonos disminuirá en un 20% por cada año que transcurra

desde que falten seis años para su vencimiento."

Los Diputados señores García, don José; Longueira y

señora Matthei, formularon indicación para insertar en el

inciso primero del artículo 82, a continuación de las

palabras "Fisco de Chile", reemplazando el punto aparte

(.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente

oración:

"También se incluirán en esta categoría instrumentos

financieros emitidos o garantizados por bancos centrales

extranjeros de países calificados en primera categoría de

riesgo, de acuerdo a metodologías de empresas calificadoras

internacionales que figuren en una nómina registrada en la

Superintendencia."

El objetivo de esta indicación, en el fondo es

incorporar en la categoría 1 a los instrumentos a que he

dado lectura. La Comisión estableció, en forma unánime, que

era adecuado incorporarlos para que se ponderen por un

factor de 0 por ciento, en atención a que tienen menor

riesgo.

Además, los Diputados señores Galilea; García, don

José, y Jürgensen formularon indicación para sustituir el

ponderador de la cartera hipotecaria, o categoría 4 del

texto, de 75 a 60 por ciento.

La indicación fue aprobada por 5 votos a favor y 4

abstenciones, con el rechazo del Ejecutivo, que era

partidario de mantenerlo en un 75 por ciento.

La Diputada señora Matthei, el Diputado señor García,

don José, y quien habla, presentamos una indicación para

agregar, en el inciso cuarto del artículo 82, lo siguiente:

"En todo caso, la categoría a la que pertenezca un activo

sólo podrá ser modificada una vez al año, salvo que la

unanimidad de los consejeros en ejercicio del Banco Central

modifique el acuerdo anterior."

Esta modificación también perfecciona el texto, en el

sentido de que da mayor estabilidad a la permanencia en las

distintas categorías; establece un plazo para las

modificaciones y, paralelamente, una exigencia en cuanto a

que cualquier cambio debe ser adoptado por la unanimidad de

los consejeros del Banco Central. Fue aprobada en forma

unánime por la Comisión.

Los mismos señores parlamentarios presentaron otra

indicación para agregar el siguiente inciso final al

artículo 82: "Los cambios que se introduzcan en virtud de

lo dispuesto en los dos incisos anteriores entrarán a regir

en el plazo que determine la Superintendencia, el que no

podrá ser inferior a sesenta días."

Es decir, la modificación de las distintas categorías

e instrumentos a los cuales pertenezcan, aprobada por

unanimidad, regirán con posterioridad a los sesenta días,

cuando la Superintendencia así lo determine.

Puesto en votación el artículo 82 de la indicación del

Ejecutivo, fue aprobado en forma unánime.

En general, todas las disposiciones que figuran en

estos numerales derogan normas que han perdido vigencia,

perfeccionan el texto y las facultades fiscalizadoras o

exigencias de información. En fin, se trata de variados

temas que, de alguna forma, introducen una serie de

modificaciones que no es del caso detallar en esta

exposición. Todas ellas fueron aprobadas en forma unánime,

salvo aquélla establecida en el numeral 21, que modifica el

artículo 65. Básicamente, introduce enmiendas a los incisos

cuarto y quinto del número 18, del artículo 65. Establece

exigencias para poseer un banco o tener más del 10 por

ciento de una institución financiera. La letra e) dice:

"Que haya sido, en los últimos quince años, director o

gerente, o bien, accionista principal, directamente o a

través de terceros, de una entidad bancaria que haya sido

declarada en liquidación forzosa o sometida a

administración provisional, respecto de la cual el Fisco,

el Banco Central de Chile o el público hayan incurrido en

pérdidas."

La Diputada señora Romy Rebolledo y el Diputado señor

Montes formularon indicación para sustituir "quince años"

por "veinte años", con lo cual se pretendía extender el

período de inhabilidad.

La Comisión rechazó la indicación por 2 votos a favor

de los parlamentarios que la patrocinaron, 3 en contra y 2

abstenciones.

De los restantes artículos, varios sufrieron

votaciones divididas, pero posteriormente fueron aprobados

en forma unánime.

El artículo 2º introduce modificaciones al decreto ley

Nº 1.097, de 1975, que creó la Superintendencia de Bancos e

Instituciones Financieras.

Consta de cuatro numerales, pero sólo me voy a referir

en detalle al 2), letra b), que incorpora a las casas

comerciales dentro de la fiscalización de la

Superintendencia.

Los numerales 1), 3) y 4), aprobados en forma unánime

por la Comisión, establecen adecuaciones y otorgan

facultades a la Super-intendencia para que pueda contar con

la información necesaria para supervisar a la banca en su

nuevo giro y fiscalizar las sucursales y oficinas que se

abran en el extranjero. Por lo tanto, en beneficio del

tiempo no es del caso referirse a ellas, salvo que algún

señor parlamentario desee mayor información al respecto.

Pondré énfasis en una materia bastante polémica y que,

en el último tiempo, ha sido muy debatida en los medios de

comunicación. La norma no venía en el texto original del

Ejecutivo, aunque la mayoría de los miembros de la Comisión

estimó que debía incorporarse en el proyecto.

Daré lectura a la letra b), del numeral 2), que

modifica el artículo 13 bis del decreto que creó la

Superintendencia, la cual establece: "La Superintendencia

mantendrá una información permanente y refundida sobre los

créditos vigentes, vencidos o castigados, que mantengan los

clientes de las instituciones fiscalizadas que otorguen

créditos. Además -aquí viene lo relevante de la indicación-

, los establecimientos de comercio que vendan habitualmente

bienes a plazo y las entidades que otorguen crédito para su

adquisición deberán enviar a la Superintendencia con el

mismo objeto, la información que ésta les requiera sobre la

nómina de sus deudores, los saldos de sus obligaciones y

los créditos otorgados. La infracción a esta disposición

será castigada en la forma prevista en el artículo 19. La

Superintendencia, mediante una norma de carácter general y

conforme a los criterios objetivos referidos especialmente

al número de clientes de las entidades indicadas en el

segundo párrafo de este inciso, determinará cuáles de ellas

estarán sujetas a la obligación de informar, como asimismo

la forma y contenido de dicha información.

"La Superintendencia dará a conocer esta información a

los bancos, sociedades financieras, a sus filiales que

otorguen financiamiento, a los establecimientos de comercio

y a las entidades que otorguen crédito para la adquisición

de bienes, que estén sujetos a la obligación de

proporcionarla, respecto de sus clientes.

"Los directores, gerentes y funcionarios en general de

las entidades obligadas a prestar las informaciones a que

se refieren los dos incisos anteriores, que revelaren su

contenido a terceros, o se valieren de ella para beneficio

propio o de terceros, incurrirán en la pena de reclusión

menor en sus grados mínimo a medio.

"Los deudores de las entidades obligadas a proveer la

información antes señalada, tendrán el derecho a solicitar

a la Superintendencia el conocimiento de la información que

sobre ellos existiere. En caso de que los datos sean

inexactos, incompletos, equívocos o atrasados, tendrán

derecho a que se rectifiquen, completen, aclaren o

actualicen. La Superintendencia sólo podrá negarse a la

rectificación por medio de resolución fundada."

Quiero señalar, teniendo en vista que gran parte de

los parlamentarios centrarán su exposición en esta norma,

una de las más polémicas en el debate de la Comisión, que

los Diputados partidarios de incorporarla al proyecto

sostienen que, de alguna forma, debe existir mayor

información del nivel de deudas y la calidad de éstas en

las casas comerciales, dada la magnitud que ha ido

adquiriendo el nivel de endeudamiento con las casas

comerciales.

Aquellos parlamentarios que se opusieron, señalaron

que afectaba a las casas comerciales, porque se daba a

conocer su cartera de clientes, que, sin lugar a dudas,

constituía el capital más importante que ellas poseían.

Asimismo, argumentaron que de alguna forma se viola el

derecho de las personas a endeudarse con casas comerciales

y de mantenerse esa información, obviamente, con la reserva

requerida. En el fondo, sostuvieron que las casas

comerciales prestan dinero propio, no así los bancos, que

lo hacen con dinero ajeno, de terceros, por lo cual

efectivamente están sujetos a estas normas de información

que se les quiere aplicar a las casas comerciales.

La Comisión no tuvo el tiempo suficiente para discutir

o escuchar a los distintos actores involucrados en una

decisión de esta magnitud.

Respecto de lo que señaló el Superintendente, en el

sentido que desde hace más de tres años se realizan

conversaciones entre la Superintendencia, la Cámara de

Comercio de Santiago y las casas comerciales, con el

propósito de que éstas entregaran voluntariamente la

información sobre deudas, posibilitando así resguardar la

privacidad de sus carteras de clientes, sostuve la posición

de que debíamos establecer un plazo en esta ley para que el

sector privado se autorregulara y entregara esa

información. Finalmente, por mayoría, prosperó la

indicación del Ejecutivo, en el sentido de que será la

Superintendencia la que podrá requerir la información a las

casas comerciales.

El artículo 3º, que contiene en su texto cinco

numerales, introduce diversas modificaciones a la ley

18.010, que establece normas para las operaciones de

crédito y otras obligaciones de dinero.

De la misma forma como lo hice en el artículo

anterior, me referiré a una indicación presentada por el

Diputado señor Jürgensen y suscrita por los parlamentarios

Arancibia, Galilea, Jocelyn-Holt, Longueira, Makluf, Ortiz,

Andrés Palma y Rebolledo. Hago referencia a ella, porque

entiendo que el Ejecutivo ha presentado una indicación en

ese sentido, que requerirá la unanimidad de la Sala para

ser tratada.

La indicación suscrita por toda la Comisión agrega un

número 5) al artículo 3º, que dice:

"5) Reemplázase las letras a) y b) del artículo 10,

por las siguientes:

"a) Tratándose de operaciones no reajustables pague

íntegramente el capital y los intereses calculados hasta la

fecha del pago efectivo más la comisión de prepago,

previamente pactada, la que no podrá exceder al valor de

dos meses de intereses de la operación."

Este texto dispone la posibilidad de que se

establezcan prepagos de operaciones no reajustables,

fijándose previamente -en los casos en que exista un

prepago- una comisión, la que, en todo caso, no podrá

exceder al valor de dos meses de interés de la operación.

Por su parte, la letra b) señala:

"b) Tratándose de operaciones reajustables, pague el

capital reajustado -la persona que quiere prepagar- y los

intereses estipulados hasta el día del pago efectivo más la

comisión de prepago, previamente pactada, la que no podrá

exceder al valor de tres meses de intereses de la

operación."

Estas indicaciones, en el fondo, apuntan a resolver un

problema que efectivamente tienen muchas personas que

desean prepagar un crédito o una operación, sea ésta

reajustable o no, y que para hacerlo deben enterar todos

los intereses de la operación. Por eso se establece en este

texto -aprobado en forma unánime por la Comisión- que

cuando una persona desea prepagar no tendrá, en el caso de

que sean operaciones reajustables, que enterar los

intereses de toda la operación, dado que en ese caso se

deberá fijar previamente una comisión pactada que no podrá

exceder al valor de tres meses de intereses. Se trata de

una indicación bastante relevante que, posteriormente y una

vez que conozcamos el tenor del texto del Ejecutivo -tiendo

a pensar que perfeccionará las modificaciones efectuadas

por la Comisión-, formará parte de la discusión.

El artículo 4º del proyecto -no contiene numerales- es

muy simple, pues deroga la frase final del artículo 111 del

Código de Comercio, que dispone que las obligaciones que

vencen el 31 de diciembre de cada año pueden ser pagadas al

día siguiente. La disposición fue aprobada por unanimidad

en la Comisión, pero, como en el artículo 1º se elimina el

carácter de feriado bancario del 31 de diciembre, esa norma

pierde toda vigencia, pues las instituciones financieras,

el Banco Central y otras que no abrían y no atendían

público en esa fecha, ahora están facultadas para hacerlo.

El Ejecutivo formuló indicación, que fue aprobada por

unanimidad, para agregar un artículo 5º, nuevo, por el cual

se declara que la norma contenida en el Nº 5 del artículo

84 de la Ley General de Bancos permite dar en pago a un

banco acciones emitidas por la sociedad deudora y suscritas

por el banco acreedor.

A continuación, me referiré a los artículos

transitorios.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, está

por concluir el Orden del Día.

¿Cuánto tiempo más necesita para terminar su informe?

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, sólo me falta

informar los artículos transitorios, tres aprobados y uno

rechazado. Por lo tanto, no más de cinco minutos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, se prorrogará el Orden del Día por diez minutos para

que el Diputado señor Longueira termine su informe, y luego

determinaremos el procedimiento para el despacho del

proyecto.

Puede continuar el Diputado informante.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, los cuatro

artículos transitorios indican los plazos, requisitos y

condiciones para adecuarse a las normas establecidas en los

artículos permanentes. Los tres primeros fueron aprobados

por unanimidad, y el artículo cuarto, rechazado. El

Ejecutivo no pudo retirarlo de la Comisión, aunque también

era partidario de eliminarlo, dado que no tenía sentido

mantenerlo.

El artículo 1º transitorio establece un plazo de dos

años para que los bancos se adecuen a las normas

establecidas en el proyecto, principalmente a los artículos

que incluyen lo dispuesto en la Declaración de Basilea.

El Ejecutivo presenta una indicación para reemplazarlo

por el siguiente: "Los bancos que se encuentren en

funcionamiento a la fecha de publicación de esta ley,

deberán mantener una proporción entre su capital básico y

sus activos de, a lo menos, un tres por ciento y entre su

patrimonio efectivo y sus activos ponderados por riesgo, de

8 por ciento."

Por otra parte, el inciso segundo dispone: "Los bancos

que, a la misma fecha, no mantengan alguna de esas

proporciones, deberán presentar a la Superintendencia un

plan de adecuación que comprenda un plazo máximo de dos

años. La sanción contemplada en el artículo 82 bis se les

aplicará en relación con la proporción respectiva cuando

exista un déficit respecto del plan aceptado por la

Superintendencia."

Puesta en votación la indicación, se aprobó por

unanimidad.

El artículo 2º transitorio faculta al Presidente de la

República para que, dentro del plazo de seis meses, fije el

texto refundido de la Ley General de Bancos y de la ley

orgánica de la Superintendencia de Bancos e Instituciones

Financieras y demás textos legales que señala.

Los Diputados señores Longueira, Jocelyn-Holt, Montes

y señora Matthei, formularon indicación para eliminar

algunas facultades bastante curiosas que otorgaba el texto

del Ejecutivo.

Puesto en votación el artículo con la indicación, fue

aprobado por unanimidad.

El artículo 3º transitorio, agregado por indicación

del Ejecutivo, expresa: "Los bancos que adeuden obligación

subordinada y no se hayan acogido a alguna de las opciones

para su pago contempladas en la ley

Nº 19.396" -que introdujo modificaciones a los contratos de

la deuda subordinada, y aunque lo más probable es que todos

se acojan- "sólo podrán efectuar operaciones de crédito en

el exterior o acceder a las actividades a que se refiere el

artículo 83 bis de la Ley General de Bancos" -que son

aquéllas que están en el numeral 1 del artículo 1º del

proyecto-, "previo informe del Banco Central de Chile a la

Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

"Los bancos que se encuentren en la situación descrita

en el inciso anterior podrán acogerse a lo dispuesto en el

inciso cuarto del artículo 83 bis de la Ley General de

Bancos, si el Banco Central les concede una autorización

previa con tal objeto."

Esta indicación también fue aprobada en forma unánime.

Por último, el Ejecutivo formuló una indicación para

agregar el siguiente artículo 4º transitorio:

"Por el solo ministerio de la ley, las cantidades que

en cada institución financiera conforman el Fondo de

Reserva Legal que establecía el artículo 73 de la Ley

General de Bancos, pasarán a formar parte del capital

básico de ella."

La Comisión acordó que no era necesario incorporar

esta norma, porque los bancos tienen la libertad para

determinar qué hacer con la reserva legal, y no tiene por

qué imponerse que ella pase automáticamente a constituir

parte del capital básico.

Por lo tanto, esta indicación, al no poder ser

retirada, fue rechazada por los miembros de la Comisión,

criterio que fue compartido por el Ejecutivo.

Es todo lo que puedo informar.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Mañana se efectuará el

debate.

Para su discusión particular, el proyecto se incluirá

en el primer lugar de la tabla de la sesión de mañana. En

su inicio, ofreceré la palabra a los representantes del

Ejecutivo.

 

 

VIII. PROYECTO DE ACUERDO

 

CREACIÓN DE COMISIÓN INTERMINISTERIAL SOBRE INTEGRACIÓN CON

LA ZONA NORTE.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar los

proyectos de acuerdo.

El señor Prosecretario dará lectura al primero.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo

Nº 423, de los Diputados señores Valenzuela, Diputada

señora Pollarolo, señores Gajardo, Cantero, Valcarce,

Longton, Encina, Ulloa, Naranjo, Huenchumilla, García, don

René; Pérez, don Ramón; Arancibia, Ferrada, Acuña y

Letelier, don Felipe.

 

"Considerando:

"1. Que nuestro país ha venido desarrollando una serie

de acuerdos y políticas de integración tanto en América,

Asia y Europa, en orden a ampliar los mercados y propender

a un mayor intercambio económico.

"2. Que si bien en este proceso se ha contado con

equipos multidisciplinarios a nivel de Ministerio de

Relaciones Exteriores y de Hacienda, se ha carecido de

mecanismos a nivel regional para contribuir a fortalecer

este proceso de integración.

"3. Que la zona norte de nuestro país, desde la I a la

III Región, está experimentando un notable crecimiento en

sus relaciones bilaterales con los países de Argentina y

Bolivia, las cuales sólo se han materializado en encuentros

de reflexión y discusión, sin que exista ninguna instancia

de decisión a fin de desarrollar una política de

integración en esta importante zona de nuestro país.

"4. Que tampoco se han creado instancias de

coordinación a nivel regional, con el objeto de que cada

una de las carteras ministeriales ejecute sus políticas

dentro de un marco armónico que considere las

circunstancias particulares de la zona norte de nuestro

país. Salvo en la I Región, donde se nombró un funcionario

con el grado de embajador encargado de estos temas, no

existe ninguna entidad pública con competencia en materias

como la infraestructura y fomento de las relaciones Asia-

Pacífico y la creación de los corredores bioceánicos

(Atlántico-Pacífico), cuestiones de vital importancia para

nuestro país.

"5. Que dada estas circunstancias, resulta imperioso

que se forme un Comité Interministerial, que coordine y

tome decisiones en torno a esta materia, contando con una

Secretaría Permanente como entidad ejecutiva, la cual

deberá estar ubicada necesariamente en la zona norte de

nuestro país, con el objeto de que su función se cumpla

conociendo en forma directa los asuntos sobre los cuales

debe resolver.

"Por tales razones, la Honorable Cámara de Diputados

viene en aprobar el siguiente:

 

PROYECTO DE ACUERDO

 

"La Cámara de Diputados acuerda oficiar a S.E. el

Presidente de la República a fin de que en uso de sus

facultades constitucionales, considere la creación de una

Comisión Interministerial, compuesta por los Ministerios de

Transportes y Telecomunicaciones, Economía, Obras Públicas

y Minería, entre otros, que tenga por objeto recopilar

información, estudiar, formular propuestas, coordinar las

acciones ministeriales de Integración Latinoamericana y con

los países del Asia-Pacífico en la zona norte de nuestro

país, y ejecutar las políticas del Supremo Gobierno en la

materia, la cual deberá contar con una Secretaría Ejecutiva

Permanente con sede en la capital de la II Región del

país."

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Para hablar

a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el

Diputado señor Felipe Valenzuela.

 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, los temas de

la integración han adquirido gran importancia en nuestro

país, no sólo por los acuerdos firmados por Su Excelencia

el Presidente de la República con la Unión Europea, sino

también por la asociación de Chile al Mercosur.

Pero, indudablemente, donde más ha avanzado esta

integración ha sido en las Primera y Segunda Regiones;

quizás porque ellas están vinculadas fundamentalmente a los

llamados corredores bioceánicos.

En la Primera Región se ha perfeccionado su avance a

raíz de que el Ministerio de Relaciones Exteriores designó

a un ex Senador, con el rango de embajador, para coordinar

las labores de la integración. En nuestra Segunda Región

hay dificultades, no en el avance, sino en la coordinación

de estas actividades.

La semana pasada, la distrital, junto con el honorable

Diputado Rubén Gajardo, concurrimos a la ciudad de San

Salvador de Jujuy, pese a que la Comisión de Régimen

Interno no aprobó nuestro deseo de participar en lo que se

ha llamado Comisión de Frontera, a fin de analizar los

problemas de integración del noroeste argentino con el

norte grande chileno. El trabajo se organizó en comisiones,

una de ellas se denominó "Facilitación para la

Integración".

A manera de comentario puedo señalar que el proceso de

integración ha avanzado mucho en las comunicaciones, en la

planificación de los complejos de integración a las

fronteras como también en los caminos, pero donde estamos

atrasados, en lo que compete a Chile, es en la coordinación

de las labores. Por su régimen jurídico y organizativo, en

Argentina los problemas se solucionan; existe un gobierno

federal que le da autonomía a las regiones; en cambio, en

Chile, por las características del sistema unitario, somos

dependientes.

Este proyecto de acuerdo tiene por finalidad buscar un

acomodo que facilite la integración. Para ello, proponemos

la formación de una comisión interministerial, compuesta

por los ministerios de Transportes y Telecomunicaciones,

Economía, Obras Públicas y Minería, entre otros, a fin de

darle rango ministerial a las funciones de integración,

asistida por una secretaría ejecutiva permanente con sede

en Antofagasta, capital de la Segunda Región.

Por estas razones, solicito que el proyecto de acuerdo

se acoja por unanimidad.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Resta un

minuto para hablar a favor del proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Gajardo.

 

El señor GAJARDO.- Es suficiente, señor Presidente.

Para respaldar plenamente las palabras del honorable

Diputado señor Valenzuela y llamar a la Cámara a aprobar

este proyecto de acuerdo dada la relevancia que representa

para el desarrollo del proceso de la integración, del cual

las regiones del norte de Chile han sido pioneras.

Por eso, votaremos favorablemente este proyecto de

acuerdo.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Ofrezco la

palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 36 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 4

abstenciones.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Aprobado el

proyecto de acuerdo.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Alvarado, Allende (doña Isabel), Ascencio,

Caminondo, Cardemil, Dupré, Elgueta, Encina, Gajardo,

García (don René), García (don José), Gutiérrez, Hernández,

Huenchumilla, Jürgensen, Karelovic,

Kuschel, Longton, Makluf, Morales, Muñoz, Ojeda, Ortiz,

Palma (don Joaquín), Pérez (don Ramón), Reyes, Ribera,

Salas, Seguel, Tohá, Valenzuela, Vega, Villegas, Villouta y

Zambrano.

 

-Votó por la negativa el Diputado señor Rodríguez.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Ceroni, Paya, Rebolledo (doña Romy) y Ulloa.

 

 

IX. INCIDENTES

 

PRECISIONES SOBRE EL "CASO DEL SENADOR JAIME GUZMÁN".

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En

Incidentes, el primer turno corresponde al Comité

Socialista. Tiene la palabra el Diputado señor Tohá.

 

El señor TOHÁ.- Señor Presidente, a pesar de lo

restringidas que son nuestras actuales facultades, los

parlamentarios tenemos la inmensa responsabilidad de

contribuir al progreso del país y al bienestar de la gente

desde la posición política que cada uno ha abrazado en su

fuero íntimo, conforme a sus principios y a las inquietudes

y reflexiones recibidas durante su vida.

Ella está plagada de experiencias, como el

reconocimiento de errores, no vanagloriarse de éxitos

personales, reconocer el mérito de los demás y el respeto a

las normas democráticamente establecidas, lo que asegura

una sana y fructífera convivencia. Quienes luchamos por

recuperar la democracia, restablecer el estado de derecho y

lograr el respeto a los derechos humanos, hemos tratado de

que prime en el país para bien de todos.

Hago esta reflexión para manifestar nuestra profunda

preocupación y firme rechazo por las actitudes y

expresiones, completamente ajenas y dañinas a estos

principios, que los chilenos compartimos mayoritariamente,

vertidas a raíz del proceso seguido por el lamentable

asesinato del Senador don Jaime Guzmán Errázuriz.

Como personas, comprendemos muy bien el dolor que

embarga especialmente a su señora madre, amigos y

compañeros de ideales. Ello, porque estamos profundamente

sensibilizados, pues nosotros hemos tenido también la

amarga experiencia de compartir el dolor de tantas madres,

familiares y amigos a quienes cruelmente se les arrebataron

hijos, padres, hermanos, cuyo desaparecimiento hasta ahora,

en muchos casos, no ha sido esclarecido y, aún más, ha

habido dificultades para su investigación y correspondiente

sanción.

Los socialistas hemos aprendido de la historia, de la

que rescatamos nuestro compromiso irrenunciable con la

justicia social y la paz; y de la democracia, como el

sistema que mejor propende a dichos objetivos. Por ende,

nuestro imperativo ético y cívico es hacer los mayores

esfuerzos para contribuir a la consolidación de ésta, tarea

que compartimos no sólo dentro de la Concertación, sino

que, estamos seguros, con una inmensa mayoría de chilenos.

Mis palabras desean reflejar nuestra inquietud, porque

sectores de Oposición, que nunca se han jugado por la

democracia ni han mostrado celo por defender los derechos

humanos y esclarecer la verdad de tantos crímenes, hoy,

utilizando el legítimo derecho de exigir justicia en el

caso del asesinato del Senador Jaime Guzmán, tratan de

aparecer como paladines defensores de la justicia;

descalifican arbitrariamente y ponen en duda el efectivo

rol cumplido por servidores públicos, como don Enrique

Krauss, don Jorge Burgos y don Marcelo Schilling, quienes

contribuyeron muy eficazmente a restablecer la tranquilidad

del país y a evitar violencias y sufrimientos innecesarios.

Al respecto, cabe señalar la contradicción en que

incurren, ya que hace algunos años criticaban la supuesta

debilidad del Gobierno para poner freno al terrorismo. Hoy,

luego de la eficacia con que la democracia ha actuado para

eliminarlo, también critican a quienes participaron

activamente en esta noble tarea.

Al mismo tiempo, han puesto en duda la autoridad moral

del ex Presidente de la República, don Patricio Aylwin,

quien al concluir su período presidencial recibió no sólo

el reconocimiento del país, sino también el internacional,

como un gobernante que prestigió a la democracia chilena

por su apego irrenunciable a la justicia, a la equidad y a

los derechos de las personas.

Todo ello ha creado un clima de desencuentro que,

incluso, ha dado pie a actitudes violentistas,

irracionales, groseras, matonescas, indignas de nuestras

responsabilidades y contrarias al espíritu que anima a la

inmensa mayoría democrática del país, que rechaza este

estilo procaz y destemplado y aisla a quienes lo utilizan.

Afirmamos la vigencia del estado de derecho y

señalamos que quienes pregonan que está en peligro o siendo

vulnerado, no logran adecuarse a la democracia. Obviamente,

no es su ambiente preferido, toda vez que apostaron a la

continuación del régimen autoritario, muchas veces de

impunidad en la violación sistemática de los derechos

humanos y cuyas prácticas afectaron completamente la

independencia de los Poderes del Estado.

Con la misma fuerza con que pedimos que se haga

justicia y se esclarezca completamente la verdad en el

asesinato del Senador Jaime Guzmán, también lo hacemos en

los casos del Comandante en Jefe del Ejército, general

Carlos Prats, y del ex agente de la Dina, don Eugenio

Berríos.

Hacemos un llamado a la cordura, a la responsabilidad,

a la consecuencia y a respetar la independencia de los

Poderes del Estado. Debemos distinguir el legítimo

ejercicio de los derechos que la legislación otorga, de

influencias directas o malintencionadas, ajenas a nuestro

accionar y procedimientos, y propender al fortalecimiento

de la democracia, único sistema de gobierno que asegura un

marco adecuado para que los Poderes del Estado cautelen los

derechos de todos los ciudadanos.

Por nuestra vocación irrenunciable por la paz y la

justicia, queremos consolidar y profundizar la democracia y

velar por una adecuada y respetuosa convivencia nacional.

Ésa es nuestra tarea de hoy, la que, estamos ciertos,

respalda la inmensa mayoría de los chilenos.

He dicho.

 

Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el turno

del Comité Partido por la Democracia, tiene la palabra la

Diputada señora Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, la bancada del

Partido por la Democracia hace suyas las palabras del

Diputado señor Tohá.

Tal como él señaló, el país ha visto con estupor la

incongruencia de quienes hace pocas semanas propiciaron el

homenaje que esta Cámara rindió en memoria del Senador don

Jaime Guzmán Errázuriz, ocasión en que destacaron las

cualidades de hombre público, de cristiano y de servidor

que tuvo en vida, lo que fue compartido por todas las

bancadas. Existe incongruencia con su apego al respeto y a

una política de altura cuando se comienza a utilizar y a

hacer un manejo distorsionado de lo que se ventila hoy en

los tribunales de justicia con la reapertura del proceso

que se incoó en su oportunidad para investigar su

lamentable muerte.

A través de las pantallas de la televisión, el último

fin de semana, hemos visto que en una romería hacia su

tumba se produjo una separación entre lo que debe ser un

acto de esta naturaleza y el aprovechamiento de la ocasión

para promover acciones violentistas y proferir todo tipo de

insultos y descalificaciones a otros servidores públicos

que, con otras visiones y posiciones políticas, han

cumplido su labor con honestidad, responsabilidad y con el

mismo amor a la patria, con que seguramente -qué duda cabe-

lo hizo Jaime Guzmán, y que merecen el mismo respeto que en

democracia se deben todos los seres humanos.

Esto ha generado la creación de una realidad virtual.

Pareciera desconocerse que en este país se llevó adelante

por los tribunales, con absoluta independencia y con toda

la colaboración necesaria, la investigación del crimen del

Senador Guzmán. Se condenó a sus autores materiales y se ha

avanzado, con todo el apoyo que en una democracia debe

darse, con absoluto apego al estado de derecho y con

respeto a la independencia del Poder Judicial, para que

este crimen y otros tan atroces como éste se investiguen,

se condene a los responsables y, en definitiva, se logre la

concordia y la paz que el país desea.

Por cierto, no ha existido la misma colaboración y

posibilidad de consuelo para las madres, para los hijos de

tantos chilenos que tuvieron y que aún mantienen la

esperanza, pero que no han visto coronado con éxito su

anhelo de justicia.

Esto termina con expresiones que en las últimas horas

el país también ha conocido, de una persona que,

olvidándose de la dignidad del cargo y del respeto que nos

debemos, descalifica y actúa con un matonaje que ya esta

Corporación conoció en otra oportunidad y, en definitiva,

genera un nuevo clima de perplejidad en la opinión pública

que no hace sino socavar el respeto por la labor

parlamentaria y la valoración que la ciudadanía tiene de la

acción política.

La bancada del Partido por la Democracia renueva hoy

su compromiso por la libertad y por el respeto a los

derechos humanos; reafirma su compromiso con la

conservación y perfeccionamiento de nuestro sistema

democrático, por la separación de los Poderes del Estado y,

por cierto, reconoce que hoy impera en nuestro país un

estado de derecho. Pero no puede dejar de denunciar, de

rechazar y de repudiar todo el manejo político que se está

haciendo de esta situación, lo que se contrapone también

con la sobriedad que la propia familia del Senador Guzmán,

en su dolor, ha mantenido.

Repudiamos con energía las descalificaciones y la

falta de reconocimiento que se ha hecho de la persona del

ex Presidente de la República don Patricio Aylwin y de sus

colaboradores más cercanos. Con esa actitud, desconoce el

tremendo esfuerzo que el primer gobierno de la Concertación

realizó para poner término al terrorismo, batalla que tenía

perdida la dictadura militar; encarcelar a los que

atentaban contra el estado de derecho, para no temer de

aplicar la justicia y reclamar sanciones drásticas para

quienes la ponían en peligro y, en definitiva, avanzar con

generosidad, pero con mucha firmeza en las investigaciones

de los atropellos a los derechos humanos, y dar pasos

concretos a fin de que comenzáramos a recobrar la

convivencia nacional, estableciendo las bases a partir de

la justicia y de la verdad, para volver a vivir como

hermanos.

Por este motivo, termino manifestando nuestro más

absoluto rechazo al manejo que se está haciendo de esta

situación, principalmente a lo ocurrido en las últimas

horas. Asimismo, reiteramos nuestra solidaridad al ex

Presidente don Patricio Aylwin y a sus colaboradores,

especialmente al ex Ministro Krauss, a Marcelo Schilling y

a Jorge

Burgos. A ellos agradecemos el aporte que hicieron y que

siguen haciendo, para establecer una democracia sólida en

nuestro país, con el objeto de avanzar cada día en el

respeto más estricto en el derecho a discrepar, discutir y

debatir ideas con altura de miras, y para que, en el caso

de la muerte del Senador don Jaime Guzmán y de tantos otros

procesos hoy entregados al conocimiento de los tribunales

de justicia, se permita que el Poder Judicial, sin

injerencias ajenas y sin presiones ilegítimas, se avoque a

su investigación, lo cual permitirá, en definitiva, que

impere la verdad y la justicia.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el turno

del Comité del Partido de la Democracia Cristiana, tiene la

palabra el Diputado señor Andrés Aylwin.

 

El señor AYLWIN (don Andrés).- Señor Presidente, no me

es fácil participar con tranquilidad en este debate, porque

durante estos días he visto tanta demagogia, tanta falsedad

y tanta mentira.

Respeto a la madre de don Jaime

Guzmán, pero no puedo respetar a quienes están haciendo un

manejo increíblemente inmoral, de carácter político, de un

hecho doloroso.

Me es difícil participar con tranquilidad, porque aquí

ha habido mucha mentira, incluso hasta el extremo de que

normalmente no se dice que en este proceso hubo un ministro

en visita, que se tramitó el proceso respectivo con

ecuanimidad, y que hay dos personas, autores materiales e

intelectuales, condenadas a presidio perpetuo en

condiciones de extremo rigor: Ricardo Palma y Mauricio

Hernández. ¡Qué diferencia con lo que ha pasado en otros

procesos en que hubo terrorismo de Estado!

Me es difícil, además, participar con tranquilidad,

porque he visto tanta injusticia en el trato a personas

honestas, que han tenido una vida digna y tienen un

prestigio, las que contribuyeron decisivamente para que en

Chile hubiera un éxito extraordinario en éste y en otros

procesos judiciales relacionados con la violencia y, en

general, en el tratamiento de los grupos que habían asumido

la vía armada.

Ratifico aquí que los gobiernos democráticos no han

ocultado nada, ni nunca lo haremos, porque nos interesa la

transparencia de ella, y sufrimos mucho en este país

durante diecisiete años de crimen y mentiras sistemáticas.

También me es difícil participar con tranquilidad

porque veo un doble estándar, lamentable, de parte de

quienes hoy acusan. Y podríamos citar centenares de

ejemplos de este doble estándar. El otro día nos referimos

a la situación de la "Operación Albania". Fríamente, se

movilizó a un centenar de funcionarios de la C.N.I. y

asesinaron a doce jóvenes en cinco lugares distintos -tres

mujeres, un ingeniero, un químico- personas que también

tienen madre y familia.

Pues bien, se estableció plenamente por la Corte

Marcial que fueron funcionarios de la C.N.I. quienes

cometieron estos delitos, y en estas circunstancias las

jefaturas respectivas se vieron obligadas a señalar los

nombres de las personas que trabajaban allí. Y ¿qué

resulta? Que todos los autores actuaron bajo "chapas" y, en

definitiva, no se puede ubicar absolutamente a ningún

culpable. Entonces, aquí ocurre un crimen espantoso y, sin

embargo, los que estaban encargados de los servicios de

seguridad ni siquiera conocían los nombres de las personas

que allí trabajaban. ¡Sólo conocían sus "chapas"!

¡Esto es, señores Diputados, encubrimiento vergonzoso

y no las situaciones que hoy se están insinuando y

tergiversando en relación con el asesinato de don Jaime

Guzmán!

Hay tantos otros hechos. Y para ratificar este doble

estándar, me veo en la necesidad de hablar de ciertas

situaciones dolorosas sobre las que antes no he querido

hablar.

Concretamente, durante años en este país hubo cárceles

secretas y la vergüenza es de que las hubo incluso a dos

cuadras de La Moneda y del edificio Diego Portales. Se

detuvo allí a muchas personas y se les torturó durante

días, meses y años. ¡Se violaron y ultrajaron a miles de

mujeres en este país!

¿Y qué pasaba cuando se pedían informes sobre estos

lugares de tortura? ¿Qué informaba el Gobierno de la época,

a través a veces del señor Sergio Fernández, que al parecer

sería candidato a Senador por la XII Región en

representación de la UDI? Vergüenza para este país.

En un proceso se pregunta ¿qué pasó con ciertas

personas que estarían detenidas en Villa Grimaldi? El señor

Sergio Fernández responde: "Niego la existencia de ese

campo de detenidos."

También se denuncia de otras personas que estaban

detenidas en la calle Londres

Nº 38, a sólo dos cuadras del edificio Diego Portales,

donde él también responde: "Niego la existencia de un

recinto de detención en la calle Londres."

Los abogados denunciamos en su oportunidad la

existencia de estas "cárceles secretas", incluso a la OEA.

Sin embargo, los ministros de Estado, muchos simpatizantes

y miembros de la UDI, ni siquiera decían conocer dónde

estaban las cárceles secretas de este país, en donde se

torturaba a tanta gente.

¡Hay que hablar de estas verdades, porque es necesario

que la juventud lo sepa!

¿Y quién era el Subsecretario General de Gobierno de

la época? El señor Jovino

Novoa.

Resulta desagradable hablar de otras cosas, pero lo

voy a decir. Durante el gobierno autoritario, hubo una

cárcel de torturas para mujeres donde siempre había música

ambiental. Por eso, a esa cárcel secreta de mujeres, se le

llamada "La Discoteca" o la "Venda Sexy", porque las

mujeres estaban vendadas. Y ahí había funcionarios de los

servicios de seguridad que abusaban y torturaban a estas

mujeres.

Esta es la realidad de lo que sucedió en ese tiempo, y

frente a ello ¿qué informó el señor Sergio Fernández?: Que

estos lugares no los conocía el Gobierno de la época. En

ese tiempo el señor Jovino Novoa era el Subsecretario

General de Gobierno. ¡Esto sí que es encubrimiento, señores

Diputados!

Con respecto a los cargos que hoy se hacen, veo este

asunto con profunda tranquilidad moral, porque sé que a

todas las personas a quienes se les inculpa son personas de

paz, personas de derecho, personas no violentas, personas

que han tenido un éxito extraordinario en la lucha contra

la violencia.

Para sintetizar, en el Gobierno del General Pinochet

se cometía, en término medio, un acto de terrorismo de

Estado por día. En total, más de cinco mil actos de

terrorismo durante ese gobierno. Y ¿saben ustedes cuántos

reos hubo todo ese tiempo o cuántos condenados hubo?

Ninguno. Y llega el Gobierno de Patricio Aylwin, el

Gobierno de la Democracia, y prácticamente el terrorismo

desaparece. Y no obstante ello hay 75 hombres presos en la

cárcel de alta seguridad y 17 mujeres presas en condiciones

bastante inhumanas en una cárcel de San Miguel. Frente a

esta realidad nos dicen: "Es poco que haya cien personas",

y reclaman porque debería haber "uno" más. Yo les digo

¡Hasta cuándo, señores! ¡Hasta cuándo! ¡Ustedes, durante el

tiempo en que fueron gobierno, en que tuvieron influencia,

no fueron capaces de condenar a una sola persona! ¡Atacan

al Gobierno porque, no obstante tener a cien personas

presas en condiciones de extremo rigor, "no han tenido

también los antecedentes suficientes para meter presa a una

más"! Esta es la realidad. Y entonces, frente a dos

versiones, personalmente, no me quedo con la del ex agente

de los servicios de seguridad del General Pinochet. ¡Porque

no les creo a los agentes del servicio de seguridad del

General Pinochet! ¡No les creo a los agentes del servicio

de seguridad de ese gobierno! Me quedo con las manos

limpias -perdonen que le nombre- de un hermano mío que ha

sido Presidente de la República, a quien respetan todos los

chilenos.

 

-Aplausos.

 

El señor Aylwin (don Andrés).- Me quedo con las manos

limpias de funcionarios que vi comprometidos con la

democracia, con la libertad, contra la crueldad y la

violencia. Esos son los hechos graves que se deben

analizar. Y hablo de estas cosas, también, porque la

conducta de los gobiernos de los Presidentes Patricio

Aylwin y Eduardo Frei, de los gobiernos democráticos, se

debe analizar dentro de un contexto histórico que

constituye la culminación de un período en el cual hubo

1.500 detenidos desaparecidos, 1.500 ejecutados políticos,

decenas de miles de torturados, un clima en que los medios

de comunicación hablaban del "show de los detenidos

desaparecidos" y en que a los abogados que reclamábamos nos

decían que estábamos vendidos al oro de Moscú. En ese

ambiente se vivió durante 17 años. Y cuando se pedían

informes al gobierno, ¿qué informaba el señor Enrique

Montero en un caso de detenidos desaparecidos?: Que las

personas habían viajado al extranjero, y para ello

falsificaban toda la documentación burdamente. Algún día

llevaré a las Comisiones de Constitución, Legislación y

Justicia, y de Derechos Humanos fotocopias para que vean

las burdas falsificaciones. Esa es la realidad que se

vivió. Insisto, en ese clima de tanta crueldad, con tantas

personas sordas por la tortura, con tantas personas ciegas

por la tortura, mudas por la tortura, con tantas personas

traumatizadas por la tortura, con tantas mujeres -lo digo

con franqueza porque lo ví- ¡hechas pedazos por la tremenda

violencia de la dictadura! le tocó asumir al gobierno

democrático. ¡Ese es el contexto de violencia pasada y

potencial en que debió asumir al poder la democracia.

Al respecto, traía citas de muchas madres, porque en

Chile no hay sólo una madre, por muy respetable que sea,

¡hay 5 mil, 10 mil y 100 mil madres que sufrieron en este

país, y que nunca son escuchadas!

La próxima semana llamaremos a una conferencia de

prensa para hablar de alguna de estas cosas, concretamente

de la Operación Albania. ¡Pido a la televisión que vaya

alguna vez a escuchar a los pobres de este país. Que vaya

alguna vez a escuchar a la gente de clase media de este

país, a tanta gente que sufrió mucho! ¿Por qué aquí,

durante tres semanas se ha informado en la prensa sobre

ciertos muertos o sobre un muerto? Y los otros 4 ó 5 mil

muertos y torturados, ¿no tienen ningún derecho en nuestro

país? Ojalá que el próximo martes estén presentes todos los

canales de televisión, todas las revistas y todos los

diarios.

Sí, insistimos, la democracia debió enfrentar una

situación de extrema tensión, producto de largos años de

crueldad, y fue capaz de llevar tranquilidad al país. Por

ello, por mucho que mientan y que falseen los hechos, por

mucho que con su dinero controlen todos los medios de

comunicación para tergiversar la verdad, hay una cosa que

no conseguirán: borrar de la conciencia moral de este país

que, habiendo gobernado la democracia en un período de

extrema tensión fue, sin embargo, esta democracia capaz de

controlar la violencia y dar paz al país.

¡Ese es el hecho grueso!

No conseguirán tampoco lavar la imagen de aquellas

personas que estuvieron comprometidas con un gobierno

dictatorial. ¡No van a lavar la imagen con el hecho de

inculparnos en asuntos en que no tenemos ninguna

responsabilidad! Esa es la mayor tranquilidad moral que, en

definitiva, todos tenemos.

Por mucho que mientan, por mucho que falseen, por

mucho que haya en la tarde sólo un diario que está siempre

al servicio de un sector y, que, en la mañana, la mayor

parte de los diarios mientan y estén siempre al servicio de

un sector; no obstante todo ello, no van a lograr, ante el

pueblo de Chile desvirtuar la imagen de que somos nosotros,

la Concertación, las personas que hemos estado

comprometidas realmente en este país contra la violencia,

con la paz, con la solidaridad, con los derechos humanos y

porque haya el máximo de transparencia en la tramitación de

todos los procesos.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Restan cinco

minutos al Comité Demócrata Cristiano.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

En el turno correspondiente al Comité Unión Demócrata

Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Jorge

Ulloa.

 

El señor ULLOA.- Señor Presidente, este tiempo de

Incidentes tenía un objetivo distinto. Sin embargo, no

puedo dejar de hablar para tranquilizar mi conciencia y la

de mis amigos, no para sacar aplausos.

Por su intermedio, quiero decir al Diputado señor

Andrés Aylwin que tenemos las manos limpias y que no hemos

hecho ni dicho cosas que sean falsas. Concuerdo con él en

que hay tanta mentira, y es bueno decirlo.

Pero resulta inaceptable que alguien, con la

caballerosidad que le es propia como la de mi distinguido

amigo Diputado señor Isidoro Tohá, haya dicho que nosotros

no hemos defendido la democracia ni trabajado para

conseguirla.

Aunque les duela, no sólo trabajamos para conseguir la

democracia, sino que lo hicimos a pesar de que muchos no

querían llegar a ella, porque andaban jugando al

extremismo. Ésta es una verdad que no se puede negar. Lo

hicimos transparentemente, con nuestros amigos que se

encuentran aquí. Siempre dimos, siempre, y nunca la

escondimos detrás de una chapa ni tampoco detrás de un

antifaz.

Lamentablemente, de quien me antecedió en el uso de la

palabra, el distinguido Diputado señor Andrés Aylwin, no

escuché ni un solo término que se refiriera al fondo del

problema, que, como Su Señoría muy bien sabe, es

precisamente el asesinato, por vez primera en la historia

de Chile, de un Senador de la República. ¡Mal que le valga,

es un Senador de la República, elegido con votos del pueblo

que usted y yo defendemos!

 

Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor ULLOA.- Porque los escuché con tranquilidad,

les pido lo mismo.

Nosotros no fuimos quienes nos opusimos al proyecto de

acuerdo para investigar el crimen del Senador Jaime Guzmán.

La historia está escrita y constan los votos de quiénes se

opusieron.

Recogemos las palabras de mi distinguido amigo y

colega Diputado señor Tohá, porque sabemos que las ha dicho

con sentimiento y en un buen tono, que ojalá practique el

presidente de su partido, quien ha hecho uso de un lenguaje

inapropiado, distinto del empleado por nuestros dirigentes.

Se habla de manejo y de uso político de la situación.

En la práctica, basta sólo leer los diarios para que la

ciudadanía sepa de quién es.

Bien se sabe, sobre todo por los estudiosos del

Derecho, que las presiones de la Concertación denunciadas

por el Ministro señor Alfredo Pfeiffer, nada más ni nada

menos, obedecen a una crisis del sistema democrático.

Efectivamente, la interferencia de un Poder del Estado en

otro tiene esa connotación.

Por vez primera en la historia de Chile y del Poder

Judicial se hace una denuncia de esta naturaleza con

carácter público. Si eso no es un escándalo, ¿qué es?

Se ha aludido a un ex Presidente de la República, por

quien siento mucho respeto; pero pienso que se equivoca,

como, de alguna manera, lo ha hecho en su vida. Si no,

revisemos los antecedentes públicos de cuando en su propio

partido se eligieron a los precandidatos a la Presidencia.

Esas cuestiones son de público conocimiento. Es

probable que se haya equivocado, lo acepto -y no por eso

voy a desconocer el valor moral a alguna de sus

afirmaciones-; pero no puedo aceptar que descalifique

nuestras opiniones desde el punto de vista moral, sobre

todo cuando, en alguna equivocación, la misma persona ha

señalado que da lo mismo "un pedacito de tierra más o un

pedacito de tierra menos". Seguramente es una equivocación,

pero no quiero desconocer su valor moral.

 

El señor PALMA (don Andrés).- ¿Qué tiene que ver eso?

El señor ULLOA.- Esa es una muy buena pregunta. ¿Qué

tiene que ver eso?. Precisamente, todas las expresiones

formuladas por parte del representante de la Democracia

Cristiana tienen que ver con el crimen del Senador Guzmán.

La impresión que tiene la gente es que hay algo que no

está claro. ¡Eso lo sabemos todos!

Queremos la independencia del Poder Judicial para que

esto se resuelva, pero no queremos presiones ni de un

equipo de coalición de gobierno ni tampoco de partidos; de

ninguna naturaleza. Queremos un poder independiente para

que imparta efectivamente justicia.

Con mucha pena vemos que en una situación que afecta

al país, lamentablemente, se pretende empatar.

¡Miren qué terrible, se quiere empatar tirándonos los

muertos por la cabeza! No se trata de eso. Por favor,

¡entendámonos! ¿O acaso en democracia es aceptable lo que

se criticaba bajo la administración autoritaria del

gobierno militar?

En la práctica, estimados amigos, debemos buscar en

conjunto la salida al problema que se ha generado, que no

es menor, y aquel que sostenga lo contrario no entiende

nada. Lo que sí está claro es que se ha usado toda la

batería del Gobierno para señalar que el problema no es lo

que no se sabe en el crimen de Jaime Guzmán, sino las

descalificaciones a un ministro y a la investigación. Eso

es lo lamentable...

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- ¿Me permite,

señor Diputado? Le ruego redondear su idea.

 

El señor ULLOA.- Termino, señor Presidente.

En la práctica, necesitamos altura de miras para

resolver una cuestión tan delicada desde el punto de vista

judicial como la planteada.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el

Diputado señor Cardemil.

 

El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, en nombre de mi

bancada, quiero expresar, en forma muy sucinta, algunas

reflexiones sobre un tema que hoy debaten la Cámara y el

país y que, a no dudarlo, constituye una de las situaciones

más graves que hemos vivido desde el advenimiento de la

democracia, en 1989.

Parto lamentando las descalificaciones, el grado de

apasionamiento y de obnubilación política que algunos

oradores han manifestado en un momento en que el país exige

a los Diputados y a la Cámara, más que todo, frialdad,

prudencia, rigor intelectual para analizar el problema: sus

causas, sus efectos y sus implicancias.

 

Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor CARDEMIL.- Se han hecho, distinguidos

colegas, numerosas referencias al pasado. Obviamente, no me

introduciré en esa discusión, insensata para el presente y

para el futuro. Sólo quiero decir que hay dos maneras de

enfrentar el pasado: empantanarnos en él o sacar lecciones

hacia el futuro.

El pasado se puede falsear de dos maneras: negando u

ocultando sus evidencias, o contando solamente la mitad de

ellas y guardándose las otras.

El pasado de Chile, doloroso, fruto de la incapacidad

que tuvimos los civiles para resolver nuestros problemas,

fruto de acciones y reacciones indebidas, es un todo

completo. Así hay que entender sus causas y efectos, y no

sacar de él conclusiones demagógicas.

Lo que más me preocupa, distinguidos colegas, es la

excusa que se da para seguir tirándonos unos a otros los

muertos, la sangre y los odios.

¡Se dice que es para ilustrar a la juventud! ¡Se dice

que es para que la juventud sepa lo que pasó! Estoy cierto

de que la juventud nos pide otra cosa. Nos pide entender

por qué pasó lo que pasó. Y nos pide a los políticos y

dirigentes de hoy que, en el futuro, en Chile nunca más

suceda lo que aconteció y que reaccionemos mejor que ayer

ante los desafíos de la historia.

Y aquí está el hecho principal: muchos de nosotros

vimos cómo por un proceso con causas mediatas e inmediatas,

que venían de mucho antes de 1970 y de 1964, se erosionaba

lentamente nuestro sistema de convivencia y el estado de

derecho. Y la erosión al estado de derecho básicamente

tiene una sola causa: el rebasamiento institucional.

Sucedió que las instituciones previstas en el ordenamiento

de la Constitución de 1925, lentamente invadían las

funciones de otras que la competencia, llamada a ser

ejercida por cada uno en la órbita de sus atribuciones, era

rebasada por los demás.

Este es el punto central del claro mensaje que la

historia nos da hoy para el futuro: ¡no podemos dejar que

esto pase de nuevo en Chile!

Señor Presidente, distinguidos colegas, no nos sigamos

poniendo vendas en los ojos.

Han sucedido tres hechos graves:

En primer lugar, una presión política imprudente e

indebida sobre un ministro de la Corte de Apelaciones de

Santiago; en segundo lugar, un hecho inédito en Chile -que

nos preocupa-: que este ministro le refriegue al mundo

político y le diga al país que esas presiones han existido.

Ese es el tema de nuestro debate.

Por último, que este ministro diga que, debido a esas

presiones, no puede continuar substanciando un proceso.

Esta escueta narración de los hechos debe implicar,

necesariamente, la atención y la reacción de la Cámara de

Diputados.

Hay una clara intromisión en un área en la cual este

Congreso Nacional no debe incurrir, ya que ello significa

obstaculizar el cumplimiento del deber, de la obligación y

del rol que le compete a la justicia independiente.

Aquí están en peligro las bases de la

institucionalidad chilena; aquí están comprometidas las

disposiciones relacionadas con sus bases y el artículo 73

de la Constitución, que prohíbe a los Diputados y

Senadores, y a cualquier autoridad, avocarse causas

pendientes.

A mi juicio, en vez de sostener estos debates

apasionados que inciden en cuestiones del pasado y que no

interesan para el futuro, deberíamos concentrarnos en lo

que nos preocupa, autoasignándonos la tarea de no seguir

armando chimuchinas políticas, de no seguir enredándonos en

cuestiones que nos descalifican, que nos desprestigian, que

nos sacan de la órbita que nos corresponde como poder

colegislador, y nos introduce en la substanciación de

juicios y en la labor que le corresponde a otros Poderes

del Estado.

Creo interpretar a mi bancada al decir que estamos

apoyando firmemente a nuestros aliados de la Unión

Demócrata Independiente en su legítimo interés de

averiguar, de investigar y, eventualmente, de sancionar a

los responsables de un crimen que afectó a su líder

espiritual, a su fundador y a su Senador, nuestro amigo

Jaime Guzmán. Los vamos a apoyar en todo lo que sea

necesario en la medida en que la investigación se conduzca

en el Poder Judicial. ¿Y qué esperamos? Confiamos en que el

nuevo ministro que designe la Corte Suprema llegue hasta

las últimas consecuencias en la investigación de estos

hechos, como siempre hemos actuado respecto de situaciones

que han afectado el normal desenvolvimiento del país

relacionados con los derechos humanos o con crímenes que

signifiquen su violación.

Éste ha sido nuestro inalterable y coherente

planteamiento. Así lo declaramos y lo recalcamos ahora.

¿Qué esperamos de las bancadas oficialistas? Prudencia,

raciocinio y funcionamiento dentro del rol de sus

atribuciones, porque como Diputados de Gobierno tienen una

doble responsabilidad: la propia, que es compartida por

todos nosotros, y la de ser oficialistas; en ese sentido

deben ser los principales interesados en que el país

conozca toda la verdad y se determine hasta la última

brizna de responsabilidad en estos hechos.

He dicho.

 

-Aplausos.

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Restan cinco

minutos al Comité de Renovación Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor Luis Valentín

Ferrada.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, modestamente

quiero hacer un aporte a este debate desde una perspectiva

distinta para un problema que, personalmente, considero de

extraordinaria gravedad, y si me sobrepasara en un minuto,

les ruego tengan la bondad de disculparme.

Entiendo que, desde siempre, la unanimidad de esta

Cámara estuvo enteramente de acuerdo en que el asesinato

político del Senador Guzmán debió ser investigado por el

Estado a través de sus órganos competentes con el mayor

interés, dedicación, eficacia e inteligencia posible. Un

magnicidio como éste, al igual que cualquier otro,

prácticamente inédito en nuestra historia, siempre debió

ser perseguido ejemplarmente para asegurarle a la comunidad

nacional que la democracia y el Derecho jamás podrán

permitir acciones de esta naturaleza, contrarias

absolutamente a los principios que rigen nuestra

convivencia. Pero ha ocurrido que, como consecuencia de la

falta de cierta certeza jurídica, el proceso que se

encontraba virtualmente cerrado hubo de ser reabierto,

porque de acuerdo a nuevos antecedentes, aportados confusa

e inoportunamente por un policía retirado, darían nuevas

perspectivas a una investigación que estaría trunca o

incompleta.

Desde que aconteció lo anterior, comenzaron a ocurrir

muchas acciones marginales que han tenido como centro al

juez de la causa -proceso que, tal vez, muchos daban por

terminado- quien, en último término, por razones bien

conocidas, ha renunciado a su misión, invocando pérdida de

su independencia. Y este hecho, al igual que el asesinato

de un Senador, es también inédito en nuestra historia.

¿Cómo y por qué ha podido suceder lo descrito? Procurando

ir al origen de los hechos, y a partir de una visión

general de los acontecimientos conocidos, lo primero que se

comprueba, una vez más, es que la vertiente de la discordia

y de la confusión se ubica en el territorio de una

institución que periódicamente nos viene ofreciendo y

deparando sorpresas de similar naturaleza: Investigaciones

de Chile. De allí, se desencadenan, de uno u otro modo

imprevisible, actuaciones que terminan dañando severamente

a otras instituciones del Estado.

En este caso, en el inicio de los hechos, nos

encontramos con funcionarios de una institución que,

obligados a llevar adelante investigaciones, aparentemente

se disputan, se perturban, se otorgan instrucciones

contradictorias, se revelan contra el mando o el mando no

se ejerce o se hace inadecuadamente, y en total

desorientación, dejan de cumplir, o lo hacen de la peor

manera posible, su tarea esencial. No es éste, por

desgracia, el primero ni el único caso similar en su

naturaleza que nos ha mostrado ese servicio público.

La comunidad nacional, el Parlamento, el Gobierno y la

justicia tienen sobre esto antiguas y comprobadas noticias.

Uno de los últimos episodios, extrañamente parecido al

de ahora, nos lo proporcionó otro policía retirado hace

algunos meses, con motivo de graves, imprecisas e

infundadas denuncias sobre tráfico y consumo de drogas que

dañaron gravemente al Parlamento chileno y a determinadas

personas, con la más absoluta irresponsabilidad y, como

suele ocurrir entre nosotros, sin sanción de ninguna clase

para el responsable de esas prácticas.

Al interior de Investigaciones parecen coexistir desde

hace bastante tiempo, de muy mala forma, dos o más grupos

antagónicos entre sí, cuya disputa ha llegado tan lejos que

unos no respetan el mando único institucional, y quienes sí

lo hacen, por razones se nos dice que no siempre serían

espontáneas, creen también del caso efectuar

manifestaciones públicas de adhesiones efusivas a las

puertas de los cuarteles centrales. Una suerte de guerra al

interior de ese servicio es lo primero que explica el

origen de estos desastres institucionales. ¿Qué es lo

principal de la denuncia del ex detective Barraza?

Dice que habría sido objeto de perturbaciones graves y

deliberadas en el esclarecimiento de la investigación del

asesinato del Senador Jaime Guzmán.

Debiéramos recordar que, en síntesis, la composición

de hechos que nos presentó en la Cámara de Diputados el ex

detective señor Vallejos es, aunque en una materia

distinta, estrictamente similar, y que también, al menos

dos de las tres personas mencionadas en aquella ocasión,

curiosamente son las mismas a que hoy se hace alusión.

Los casos llamados "Halcón I" y "Halcón II" tampoco

son distintos en su génesis y en sus alcances a los del

presente. De diferentes modos, los hechos siempre se nos

han presentado de esta manera: funcionarios exonerados del

servicio, que siempre revelan la precedencia de una fuerte

pugna interna de cierto carácter personal o personalizado,

se defienden o se vengan de lo que ellos consideran

injusto, y dan a conocer con absoluta inoportunidad y

escándalo periodístico eventuales irregularidades de sus

superiores, de las que conocen por haber sido partícipes e,

incluso, sus más cercanos y confiados colaboradores

directos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, le ruego redondear sus ideas.

 

El señor FERRADA.- Señor Presidente, por su

intermedio, solicito la unanimidad de la Sala para terminar

este planteamiento.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Si le parece

a la Sala, se le concederán tres minutos al señor Ferrada

para que termine su intervención.

Acordado.

 

El señor FERRADA.- En búsqueda de la adhesión a su

causa, ciertos ex funcionarios

-causas, como he dicho, más bien personalizadas- recurren a

sectores políticos que eventualmente puedan tener algún

interés propio en los antecedentes de su denuncia, y en

todos los casos, a los medios de comunicación social que

siempre se han mostrado más que dispuestos a servir de

cauces copiosos a esas manifestaciones.

Con el apoyo directo o indirecto del periodismo y de

uno u otro sector político, esos ex funcionarios han

logrado extender, en todos los casos conocidos, el área

inicial de su conflicto hasta las más altas esferas del

poder, como no lo lograría ningún otro funcionario público,

transformándolo en una cuestión política, incluso sujeto a

las reglas del conflicto Gobierno-Oposición, en

circunstancias de que -quiero decirlo con respeto, pero con

franqueza- los personajes centrales de estas pequeñas

historias son casi siempre funcionarios de la baja

burocracia estatal. Lo increíble de todos estos episodios,

en los que la confusión siempre ha dominado y ninguna

aclaración final ha sido nunca posible, es que el mayor

daño lo han recibido finalmente las más altas instituciones

del Estado, entre ellas, nosotros mismos, que hemos debido

ver a nuestra Cámara, a nuestro Congreso, prácticamente

humillado. En el caso del ex detective Vallejos, el

Congreso Nacional como un todo; en la investigación sobre

ciertos planes de inteligencia policial, la Presidencia de

la República; ahora, en el caso de la investigación del

asesinato del señor Guzmán, está siendo seriamente dañado

el Poder Judicial y otros funcionarios públicos, y, lo que

es más grave, la convivencia normal entre los distintos

sectores políticos que representamos.

En esta hora, es más que pertinente, altamente

necesario, reflexionar sobre lo que nos está sucediendo,

sobre la verdadera naturaleza del mal que nos aqueja y

sobre la conveniencia de corregir enérgicamente y a fondo,

de una vez por todas, una situación que no puede continuar

ni un día más, porque ya está causando demasiado graves

trastornos a la democracia y al estado de derecho.

La raíz original del mal está en el incorregible

desquicio institucional que parece afectar a

Investigaciones. Es absolutamente inaceptable que ex

funcionarios revelen, años más tarde, irregularidades que

ellos conocían o debieron conocer y que en su momento

ocultaron. Eso debiera hacerlos cómplices de sus propias

denuncias, sin perjuicio de las sanciones a los demás

responsables.

La crisis producida en el Poder Judicial, manifestada

en la renuncia de un ministro en su misión de juez en una

causa determinada, es consecuencia de una compleja serie de

hechos, pero es ajena a la justicia misma.

Para ser verídicos, en un estricto resumen, es preciso

decir que, desde hace mucho tiempo -lo digo con cierto

pudor y vergüenza, pero es la verdad histórica- los

gobiernos y políticos de todos los signos -nosotros-, de

muchas maneras, hemos sido irrespetuosos de la

independencia del Poder Judicial, y éste, con motivo de su

debilidad estructural, no siempre ha podido impedir esas

presiones y mostrarse verdaderamente independiente.

Hay un solo camino válido para analizar con serenidad

y altura lo que ha ocurrido. Si no seguimos ese único

derrotero, hechos como éste seguirán ocurriendo cada vez

con mayor gravedad y daño para las instituciones y para

nosotros.

Ha llegado el momento de decir: ¡Basta! Debemos

decirlo todos los sectores políticos que estamos

comprometidos con la democracia chilena. Estamos ante un

grave pro-blema de Estado y no puede enfrentarse -lo digo

con humildad- sino con una clara actitud de Estado.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Por haberse

cumplido el objeto de la sesión, se levanta.

 

-Se levantó la sesión a las 14.20 horas.
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